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Iniciativas

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE
LA LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN DEL PATRIMONIO CUL-
TURAL DE LOS PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS Y
AFROMEXICANAS Y DE LA LEY FEDERAL DEL DERECHO
DE AUTOR, PARA COMBATIR LA PIRATERÍA DE ARTESANÍAS
MEXICANAS, A CARGO DE LA DIPUTADA CARMEN PATRI-
CIA ARMENDÁRIZ GUERRA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO
DE MORENA

La suscrita, diputada Carmen Patricia Armendáriz
Guerra, integrante del Grupo Parlamentario de More-
na en la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión, con fundamento en los artí-
culos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, 6, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a consi-
deración de esta honorable asamblea la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforman
y adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal
de Protección del Patrimonio Cultural de los Pueblos
y Comunidades Indígenas y Afromexicanas y la Ley
Federal del Derecho de Autor, para combatir la pira-
tería de artesanías mexicanas, al tenor de la siguien-
te

Exposición de Motivos

México goza de uno de los mayores patrimonios cul-
turales del mundo gracias a la fructífera herencia que
sus antepasados le legaron; su multiculturalidad an-
cestral le ha dejado una vasta variedad de elementos
distintivos en aspectos variados que van desde la co-
mida hasta aspectos como costumbres y tradiciones
que le hacen uno de los destinos más populares para
quien busca maravillarse del folclore mexicano.

Este conjunto de características que los mexicanos re-
conocemos como propias, son ampliamente reconoci-
das y valoradas en el mundo por su belleza y la tradi-
ción que representan, particularmente en productos
artesanales que requieren de manos expertas y proce-
sos ancestrales para la elaboración de bienes con altí-
sima calidad y un gran valor en el mercado.

Por ello, no es extraño que, a lo largo de la República,
decenas de pueblos y comunidades se sostengan prin-
cipalmente de comercializar esta clase de productos

ante el turismo nacional e internacional y en algunos
casos, inclusive a través de plataformas digitales.

Es tal la importancia de estos bienes y sus métodos de
producción, que durante la pasada legislatura, desde el
Congreso de la Unión se impulsó la expedición de la
Ley Federal de Protección del Patrimonio Cultural de
los Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexica-
nas (LFPPCPCIA), con la intención de proteger el pa-
trimonio cultural de nuestros pueblos y comunidades
originarios, como una forma de combatir la apropia-
ción cultural que terceros extraños a las comunidades
realizan de manera indebida y sin autorización alguna,
para obtener un lucro en perjuicio de las propias co-
munidades.

Ya sea porque los productos elaborados por un tercero
se basan en elementos gráficos o utilizan elementos
distintivos de un pueblo o comunidad, o porque explo-
tan tradiciones, conocimientos o métodos propios pa-
ra producir -generalmente de forma masiva- bienes
que compiten de forma desleal con los pueblos y co-
munidades afectadas, dañando incluso el prestigio del
que estas gozan como consecuencia de que terceros
inunden el mercado con productos de menor calidad,
derivados de estándares menos rigurosos que los de las
propias comunidades.

Para evitar la proliferación de estas conductas, en 2022
se promulgó la ley que hoy se propone reformar, para
brindarle a los pueblos afectados, mecanismos que les
permitieran resguardar su patrimonio cultural a través
del ejercicio de derechos de propiedad colectiva bajo
parámetros de justicia social y distribución equitativa
de los beneficios.

Ofreciendo, asimismo, la posibilidad de que terceros
nacionales e internacionales celebren contratos con las
comunidades para explotar comercialmente estos ele-
mentos distintivos en beneficio mutuo y como forma
de preservar y amplificar los alcances de la cultura na-
cional hasta rincones donde aún no llega, bajo reglas
claras y justas.

Sin embargo, a tres años de la promulgación de dicha
ley, la realidad ha demostrado que existen áreas de
oportunidad en la materia para garantizar la efectivi-
dad del contenido legislativo y particularmente, la pro-
tección a los derechos de nuestros pueblos y comuni-
dades indígenas.

Miércoles 7 de octubre de 2026 Gaceta Parlamentaria3



En mayo de 20251, el periódico Reforma documentó
el ingreso ilegal de productos de origen chino a terri-
torio nacional, etiquetados con la marca “Hecho en
México” y que abarcaban desde calzado hasta mue-
bles.

A ello, se suman diversas denuncias en distintos dia-
rios de circulación nacional2 3 4 en las que se evidencia
la magnitud del problema frente al contrabando de
mercancías y el impacto económico que produce en
México, que de acuerdo a datos de la Cámara Ameri-
cana de Comercio (AMCHAM), genera un costo para
la actividad nacional de 69,000 millones de pesos.5

Además, de acuerdo a la Cámara Nacional de la In-
dustria de Transformación (Canacintra)6, el daño no
solo termina ahí, sino que el producto de dicho contra-
bando termina beneficiando al crimen organizado con
hasta 10,000 millones de pesos anuales, afectando los
ingresos de hasta 11 millones de artesanos nacionales.

Panorama sumamente alarmante que hace necesaria la
búsqueda de alternativas legislativas que permitan
combatir de mejor manera esta problemática particu-
larmente cuando se trata de comercio en tianguis y
plazas públicas que requieren una acción más inme-
diata y para las que el procedimiento que ya se prevé
en la ley, concretamente en el artículo 60, resulta insu-
ficiente.

Frente a tal reto, resulta imperativo establecer una dis-
tinción técnica rigurosa entre las conductas que ya hoy
son sancionadas y relacionadas al contrabando, que
propiamente constituyen un ilícito fiscal, con la con-
ducta que hoy afecta a nuestros pueblos y comunida-
des, que tiene que ver con el ilícito comercial de apro-
piación y piratería cultural.

Esto, toda vez que la problemática actual radica en que
mercancías producidas industrialmente en el extranje-
ro, que simulan ser artesanías nacionales, ingresan al
país pagando los aranceles correspondientes bajo frac-
ciones arancelarias genéricas (ej. textiles o cerámicas).

Ante ello y debido al volumen del comercio que pasa
a diario por aduanas, resulta material y jurídicamente
muy complicado que la autoridad aduanera pueda re-
tener todo este tipo de mercancías, que también cons-
tituyen contrabando.

En razón de lo anterior, se estima necesario reformar
la LFPPCPCIA y armonizarla con la Ley Federal del
Derecho de Autor (LFDA), bajo los siguientes ejes le-
gislativos:

• Garantizar que los pueblos y comunidades cuen-
ten con legitimación para accionar mecanismos le-
gales: En aras de fomentar una participación activa
de las comunidades afectadas, se propone reformar el
artículo 20 de la LFPPCPCIA para facultar expresa-
mente a las autoridades o instituciones representativas
de los pueblos y comunidades a solicitar la adopción
de medidas precautorias inmediatas para suspender la
libre circulación, exhibición y comercialización de
bienes apócrifos cuando los detecten en sus mercados
y plazas.

• Puente competencial: Se propone adicionar un
artículo 68 Bis a la LFPPCPCIA para activar meca-
nismos de coordinación entre autoridades y propi-
ciar una persecución efectiva de este tipo de comer-
cio ilegal, al solicitar la intervención de las
autoridades competentes en la materia para la eje-
cución de las medidas que permitan el retiro de es-
ta mercancía.

• Tipificar el ilícito comercial sin invasión de fa-
cultades aduaneras: De forma adicional, se pro-
pone reformar la fracción IX del artículo 231 de la
LFDA para clasificar expresamente la importación,
transporte, almacenamiento, distribución, exhibi-
ción y comercialización de artesanías simuladas co-
mo una infracción en materia de comercio de mate-
rial protegido por la legislación autoral.

Destacando que esta iniciativa no invade ni duplica las
facultades de la Agencia Nacional de Aduanas de Mé-
xico (ANAM) ni del Servicio de Administración Tri-
butaria (SAT), toda vez que al tipificarse como una in-
fracción en materia de comercio, se dota al Instituto
Mexicano de la Propiedad Industrial (IMPI) de la base
legal para ordenar la suspensión de libre circulación de
este tipo de mercancías, considerando que el IMPI ya
cuenta con facultades para realizar este tipo de asegu-
ramientos conforme al artículo 235 de la LFDA.

En razón de lo anterior, se incluyen los siguientes:
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Cuadros comparativos

Por lo anteriormente expuesto, se somete a considera-
ción de esta soberanía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 20 y se
adiciona un artículo 68 Bis a la Ley Federal de Pro-
tección del Patrimonio Cultural de los Pueblos y
Comunidades Indígenas y Afromexicanas y se re-
forma la fracción IX del artículo 231 de la Ley Fe-
deral del Derecho de Autor

Artículo Primero. Se reforma el artículo 20 y se adi-
ciona un artículo 68 Bis a la Ley Federal de Protección
del Patrimonio Cultural de los Pueblos y Comunidades
Indígenas y Afromexicanas, para quedar como sigue:

Artículo 20. Las autoridades o instituciones represen-
tativas de los pueblos y comunidades indígenas y afro-
mexicanas y, cuando corresponda, cualquiera de los
integrantes de dichos pueblos y comunidades, podrán
presentar ante la autoridad competente, la queja o de-
nuncia por la apropiación indebida o el uso no con-
sentido sobre su patrimonio cultural, así como solici-
tar la adopción de medidas precautorias

inmediatas para suspender la libre circulación, ex-
hibición y comercialización de bienes que vulneren
sus derechos; para que, según el caso, se proceda a la
restitución, pago, compensación, reposición o repara-
ción de daños, con cargo a los terceros responsables.

Artículo 68 Bis. Tratándose de solicitudes de medi-
das precautorias a que hace referencia el artículo
20 de esta Ley, la autoridad competente, una vez
que tenga conocimiento formal del acto, solicitará
de manera inmediata la ejecución de los mecanis-
mos previstos en la Ley Federal del Derecho de Au-
tor para que las autoridades competentes en la ma-
teria determinen y ejecuten las medidas
precautorias correspondientes.

Artículo Segundo. Se reforma la fracción IX del artí-
culo 231 de la Ley Federal del Derecho de Autor, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 231.- ...

I. a VIII. ...

IX. Utilizar las obras literarias y artísticas protegi-
das por el capítulo III, del Título VII de la presente
Ley en contravención a lo dispuesto por el artículo
158 de la misma; así como importar, transportar,
distribuir, almacenar, exhibir y comercializar
mercancías que constituyan apropiación indebi-
da o uso no consentido del patrimonio cultural
en los términos de la Ley Federal de Protección
del Patrimonio Cultural de los Pueblos y Comu-
nidades Indígenas y Afromexicanas, y

X. ...

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las erogaciones que se generen con motivo
de la entrada en vigor del presente Decreto se cubrirán
con cargo al presupuesto aprobado a los ejecutores de
gasto correspondientes para el ejercicio fiscal en curso
y los subsecuentes, por lo que no se autorizarán recur-
sos adicionales para tales efectos.
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6 Ídem.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo
de San Lázaro, a 7 de octubre de 2026.

Diputada Carmen Patricia Armendáriz Guerra (rúbrica)

QUE REFORMA EL PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 291-
C DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, PARA OTORGAR SE-
GURIDAD SOCIAL A TODAS LAS PERSONAS TRABAJADORAS
DE PLATAFORMAS DIGITALES, A CARGO DE LA DIPUTADA
CARMEN PATRICIA ARMENDÁRIZ GUERRA, DEL GRUPO
PARLAMENTARIO DE MORENA

La suscrita, diputada Carmen Patricia Armendáriz
Guerra, integrante del Grupo Parlamentario de More-
na en la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión, con fundamento en los artí-
culos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, 6, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a consi-
deración de esta honorable asamblea la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforma
el párrafo segundo del artículo 291-C de la Ley Fede-
ral del Trabajo, para otorgar seguridad social a todas
las personas trabajadoras de plataformas digitales, al
tenor de la siguiente

Propuesta legislativa

Dar seguridad social a todas las personas trabajadoras
de plataformas digitales, mediante la creación de un
esquema intermedio entre la afiliación voluntaria y la
no afiliación, que les permita a todos aquellos que hoy
son considerados como trabajadores independientes,
incorporarse a un régimen de seguridad social que les
garantice acceso a los tres niveles de atención médica,
sin importar cuanto ingreso generen en dichas plata-
formas digitales.

Exposición de Motivos

En México, uno de los resultados sociales más lasti-
mosos del modelo neoliberal tiene que ver con la pre-
cariedad del empleo y la amplia tasa de informalidad,
que provoca que los trabajadores y sus familias que-
den a la deriva ante cualquier eventualidad del destino;
de acuerdo con datos de la Encuesta Nacional de Ocu-
pación y Empleo (ENOE) del tercer trimestre de 2025,
más de treinta y tres millones de personas laboran en
alguna modalidad de empleo informal1, que constitu-
ye el 55.7 por ciento2 del total de la población ocupa-
da; esto es, más de la mitad de la población ocupada
económicamente, carece de derechos sociales míni-
mos como acceso a atención médica de segundo y ter-
cer nivel.
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Por ello, la presidenta de la República impulsó una re-
forma en materia laboral mediante la cual, se permitía
formalizar a un amplio sector productivo de las plata-
formas digitales, mediante el reconocimiento de diver-
sos derechos de trabajo como es la protección a través
del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) fren-
te a los riesgos de trabajo propios de estas actividades,
así como la posibilidad de ser incluidos en esquemas
de seguridad social para quienes generaran ingresos
iguales o superiores a un salario mínimo, lo que les
permitía además del seguro por riesgos de trabajo, los
diversos de enfermedades y maternidad, cesantía en
edad avanzada, invalidez, guardería y prestaciones so-
ciales, así como acceso a créditos del Instituto del Fon-
do Nacional de la Vivienda para los Trabajadores (In-
fonavit).

A partir del 1 de julio de 2025, las personas trabajado-
ras de plataformas digitales que generaran ingresos
iguales o superiores a un salario mínimo, gozaban de
afiliación al IMSS con prestaciones completas de se-
guridad social, lo que permitió un registro histórico de
un millón 291 mil 365 puestos de trabajo al Régimen
Obligatorio del IMSS, vinculados a personas trabaja-
doras independientes de plataformas digitales3, supe-
rando así la cifra de 23 millones de empleos formales4,
siendo esta la cifra más alta de empleo formal jamás
registrada en México.

Esta formalización del empleo, permite acercar a mi-
llones de mexicanos a derechos sociales básicos, reco-
nociendo así el esfuerzo que realizan para ganarse su
sustento, así como para su colaboración en la cons-
trucción de un mejor México para todos; ambos estan-
dartes de la Cuarta Transformación.

Al mismo tiempo y de acuerdo con el Director Gene-
ral del IMSS, esta prueba piloto ha permitido identifi-
car que 80 por ciento de las personas trabajadoras
independientes registradas trabajan en una sola pla-
taforma; que el 90 por ciento son hombres y 10 por
ciento mujeres; que 56 por ciento tienen menos de 35
años y que el 74 por ciento de las personas registra-
das tienen en el trabajo de plataforma su fuente prin-
cipal de ingresos, lo cual demuestra la idea de que
esta actividad no es complementaria (...) sino que es
su fuente principal de ingresos5.

Siendo este último dato relevante toda vez que a pesar
del gran avance social que significa haber formalizado

el empleo de más de un millón de personas trabajado-
ras de las plataformas digitales, resalta que no todos
ellos cuentan con la posibilidad de obtener dicha pro-
tección social ampliada más allá del seguro de riesgos
de trabajo.

Ello, pues la reforma excluye de una protección am-
pliada a aquellas personas que no generan ingresos
mensuales iguales o superiores a un salario mínimo,
quienes son considerados como trabajadores indepen-
dientes y que si bien es cierto, cuentan con la posibili-
dad de contratar alguno de los esquemas de afiliación
voluntaria al régimen obligatorio que se establecen en
la Ley del Seguro Social, no menos cierto es que dejan
en condición de vulnerabilidad a un sector trabajador
de las plataformas digitales.

Lo anterior, debido a que la no generación de ingresos
iguales o superiores a un salario mínimo, no necesa-
riamente se debe a la poca actividad laboral de quienes
hoy son considerados trabajadores independientes, si-
no que por el contrario, puede deberse a una gran ofer-
ta de prestadores de estos servicios en determinadas
áreas, lo que incrementa la competencia entre los tra-
bajadores de las plataformas sociales y les obstaculiza
la generación de ingresos iguales o superiores a un sa-
lario mínimo de forma constante.

De forma que, mantenerlos tras la búsqueda de una
cantidad mínima para gozar de seguridad social, los
pone en una condición de desventaja contraria al pro-
pio espíritu de la seguridad social y sus principios fun-
damentales de solidaridad, equidad y universalidad.

Ello afecta particularmente a mujeres quienes de
acuerdo con informes independientes6, deben trabajar
hasta 14 horas diarias para garantizar ese ingreso mí-
nimo que les asegure seguridad social.

Por tal motivo, quien suscribe estima que para avanzar
en la protección de las personas que apuestan por el
empleo formal y que con su esfuerzo ponen en alto el
nombre de las empresas para las que trabajan, es nece-
sario crear un esquema progresivo, accesible y equita-
tivo que no imponga cargas desproporcionadas al Es-
tado ni a las plataformas, pero que garantice atención
médica (Enfermedades y Maternidad) e Invalidez y
Vida mediante cuotas proporcionales y esquema tri-
partito de pago.
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En tal circunstancia, se propone reformar la Ley Fede-
ral del Trabajo para generar un esquema intermedio
entre el régimen obligatorio de afiliación voluntaria y
el régimen obligatorio, similar a lo que hoy se ofrece
para miles de estudiantes de los niveles medio supe-
rior, superior y posgrado en instituciones públicas,
quienes gozan de aseguramiento médico gratuito en el
IMSS a través del conocido seguro facultativo, el cual
les permite recibir atención médica de los tres niveles
de atención durante todo el tiempo que permanezcan
como estudiantes sin límite de edad o de servicios7.

Lo cual permitiría que estas personas, que en la prác-
tica prestan los mismos servicios que aquellas perso-
nas que sí generan ingresos mensuales iguales o supe-
riores a un salario mínimo en las plataformas digitales,
gocen de una mayor cobertura social gracias a los ser-
vicios prestados, al otorgarles la posibilidad de cotizar
por anualidad adelantada para obtener un esquema de
aseguramiento que incluya los seguros de enfermeda-
des y maternidad y de invalidez y vida.

Coberturas que si bien no abarcan todos los beneficios
que el IMSS ofrece a sus asegurados, si permiten am-
pliar la protección de la que hoy gozan estas personas,
que se encuentra limitada a los riesgos de trabajo.

Esquema que se estima necesario, ya que como se
mencionó anteriormente, dicha diferenciación en la
generación de ingresos es contraria a los principios
fundamentales de la seguridad social, razón por la
cual, en aras de encontrar una solución que permita
darle progresividad a los derechos sociales de las per-
sonas, se propone buscar un punto intermedio, que
permita al trabajador experimentar los beneficios de la
seguridad social a través de un esquema de incorpora-
ción que sin otorgar la cobertura completa que sí se
ofrece a través de la afiliación voluntaria, si le otorgue
cobertura limitada en cuanto a la atención médica.

Lo cual, daría certidumbre al trabajador a pesar de no
generar constantemente ingresos mensuales iguales o
superiores a un salario mínimo y le daría un incentivo
para obtener la afiliación completa en el futuro.

Propuesta que además se estima consistente con el
contenido del Decreto de Reforma de Ley del 24 de di-
ciembre de 2024, que en su Transitorio Tercero dispo-
ne:

Tercero.- El Instituto Mexicano del Seguro Social con-
tará con un plazo de 180 días naturales, contados a
partir de la publicación de las reglas de carácter gene-
ral, para que considerando los resultados que arro-
je la prueba piloto para el aseguramiento de perso-
nas trabajadoras de plataformas digitales, se
preparen las iniciativas que con mayor detalle defi-
nirán los aspectos relativos al cumplimiento de di-
chas obligaciones, mismas que serán presentadas an-
te el Poder Legislativo para su discusión. En su caso,
el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los
Trabajadores podrá proponer adecuaciones normativas
equivalentes en el ámbito de su competencia.

El resaltado es propio

Ya que ello permitiría insertar, también a través de
pruebas piloto, una incorporación voluntaria de todas
estas personas consideradas como trabajadores inde-
pendientes, en un esquema menos costoso que el de la
afiliación voluntaria, para obtener una mayor protec-
ción social, conforme a las reglas ya existentes para las
personas trabajadoras de plataformas digitales.

Propuesta que además no elevaría en grandes propor-
ciones el costo de la seguridad social, ya que de acuer-
do con datos del Gobierno de México8, entre octubre y
diciembre de 2025, el 77 por ciento de las personas
que superaron el umbral del ingreso neto mensual fue-
ron las mismas que las de otros periodos, por lo que la
protección aquí propuesta impactaría potencialmente
solo al 23 por ciento restante y al hacerlo un esquema
voluntario, se reduciría aún más esa cifra para que la
cobertura alcance a un mayor número de personas sin
que las condiciones resulten asimétricas.

Además, para evitar que el costo caiga exclusivamen-
te en las plataformas digitales o en el Estado, se pro-
pone a través de los transitorios del decreto, que las re-
glas de carácter general determinen la forma de
cálculo para establecer las cuotas obrero patronales
correspondientes a las personas trabajadoras indepen-
dientes que presten servicios a través de plataformas
digitales, las cuales se cubrirían de forma proporcional
a las prestaciones y seguros contratados y por periodi-
cidad anticipada mensual.

De igual manera, se propone otorgar libertad al IMSS
para definir en las reglas de carácter general que alter-
nativas se ofrecerían a las personas beneficiadas por
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esta propuesta legislativa, cuando cesen de forma anti-
cipada la prestación de sus servicios en plataformas di-
gitales, con la finalidad de que mantengan la cobertu-
ra de seguridad social durante el periodo contratado
sin que ello represente un costo mayor para las plata-
formas digitales o para el Estado.

Para facilitar la comprensión de la propuesta, se ofre-
ce el siguiente

Cuadro comparativo

Por lo anteriormente expuesto, se somete a considera-
ción de esta soberanía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el párrafo segundo
del artículo 291-C de la Ley Federal del Trabajo

Artículo Único. - Se reforma el párrafo segundo del
artículo 291-C de la Ley Federal del Trabajo, para que-
dar como sigue:

Artículo 291-C.- ...

Las personas trabajadoras que presten servicios a tra-
vés de plataformas digitales serán consideradas traba-
jadoras independientes, si al final de cada mes no al-

canzan a generar la percepción mencionada. Sin em-
bargo, podrán incorporar voluntariamente el bene-
ficio de una cobertura ampliada en materia de sa-
lud y previsión social; para tal efecto, cotizarán por
mensualidad anticipada y de manera proporcional
a su tiempo de conexión o ingresos generados, ga-
rantizando un esquema que incluya los seguros de
Enfermedades y Maternidad, e Invalidez y Vida.
En todos los casos, las personas físicas y morales que
administren plataformas digitales, aportarán la cuota
patronal proporcional correspondiente al tiempo de
trabajo efectivamente laborado, además de mantener
la cobertura por riesgos de trabajo durante la pres-
tación del servicio.

...

...

Transitorios

Primero.- El presente decreto entrará en vigor 180 dí-
as después de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo.- El Consejo Técnico del Instituto Mexicano
del Seguro Social publicará en el Diario Oficial de la
Federación, dentro de los 90 días siguientes a la entra-
da en vigor del presente Decreto, las reglas de carácter
general aplicables para determinar los mecanismos de
registro, recaudación y fiscalización del esquema pro-
porcional de aseguramiento.

Tercero.- Las reglas de carácter general determina-
rán la fórmula de cálculo para establecer las cuotas
obrero-patronales proporcionales, así como las apor-
taciones del Estado conforme a la Ley del Seguro
Social. La cuota aplicable a las personas trabajado-
ras independientes de plataformas digitales se cubri-
rá por periodicidad anticipada mensual y en ningún
caso la tasa aplicable superará las proporciones esta-
blecidas en el artículo 227 de la Ley del Seguro So-
cial.

Cuarto.- El Instituto Mexicano del Seguro Social di-
señará los mecanismos idóneos para garantizar la con-
tinuidad de la cobertura durante el mes pagado, inde-
pendientemente de variaciones en la conexión del
trabajador a las plataformas digitales.
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ción Opinión. Disponible en:
https://www.eleconomista.com.mx/opinion/mexico-todos-traba-
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Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo
de San Lázaro, a 7 de octubre de 2026.

Diputada Carmen Patricia Armendáriz Guerra (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 166 BIS 4 DE LA LEY GENE-
RAL DE SALUD, EN MATERIA DE REGISTRO, TRAZABILIDAD
Y RESPETO DE LA VOLUNTAD ANTICIPADA, A CARGO DE LA
DIPUTADA ALMA LIDIA DE LA VEGA SÁNCHEZ, DEL GRU-
PO PARLAMENTARIO DE MORENA

La que suscribe, Alma Lidia de la Vega Sánchez, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI
Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, con fundamento en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 6 numeral 1, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados somete a con-
sideración de esta asamblea iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforma el artículo 166 Bis 4 de
la Ley General de Salud, en materia de registro, traza-
bilidad y respeto de la voluntad anticipada, al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

Objetivo

Fortalecer el régimen jurídico de la voluntad anticipa-
da mediante la regulación de su contenido, designa-
ción de persona de confianza, incorporación al expe-
diente clínico, registro, modificación, revocación y
obligación del personal médico de observar cuando la
persona no pueda expresar su voluntad.
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La protección de la dignidad humana constituye uno
de los principios rectores del sistema jurídico mexica-
no. En materia de salud, este principio adquiere espe-
cial relevancia cuando una persona enfrenta una enfer-
medad en situación terminal y, debido a la evolución
de su padecimiento, puede verse imposibilitada para
expresar directamente sus decisiones respecto de la
atención médica que desea recibir.

El derecho a la protección de la salud, reconocido en
el artículo 4o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, comprende el acceso a los ser-
vicios de salud y constituye el fundamento para que el
Estado garantice una atención médica adecuada1. En
el caso de las personas en situación terminal, dicha
protección implica no sólo la atención clínica corres-
pondiente, sino también el respeto a la autonomía per-
sonal y a las decisiones relacionadas con los trata-
mientos y cuidados que desean recibir.

Dentro de este marco normativo se reconoce la posibi-
lidad de que una persona mayor de edad, en pleno uso
de sus facultades mentales, manifieste por escrito y an-
te dos testigos su voluntad respecto de los tratamientos
que desea recibir o rechazar cuando posteriormente se
encuentre en situación terminal y no pueda expresar
directamente su voluntad2. Asimismo, establece que
dicho documento puede ser revocado en cualquier mo-
mento.

La voluntad anticipada constituye un instrumento jurí-
dico destinado a preservar la autonomía de la persona
cuando ya no se encuentra en posibilidad de comuni-
car sus decisiones. Sin embargo, aunque la legislación
reconoce esta facultad, actualmente no establece con
suficiente precisión mecanismos para garantizar su
identificación, consulta, actualización y aplicación
efectiva dentro de los procesos de atención médica.

La eficacia de una voluntad anticipada depende de que
pueda ser localizada, verificada y considerada oportu-
namente por el personal de salud. La ausencia de pro-
cedimientos claros puede generar incertidumbre res-
pecto de las decisiones previamente expresadas por el
paciente y dificultar su observancia cuando éste ya no
puede comunicarse. Por ello, resulta necesario fortale-
cer la regulación vigente para asegurar que estas ma-
nifestaciones produzcan efectos reales en la práctica
clínica.

La presente iniciativa propone reformar el artículo 166
Bis 4 de la Ley General de Salud con el propósito de
consolidar un régimen de voluntad anticipada más cla-
ro y operativo. Para ello, plantea fortalecer su conteni-
do jurídico, prever mecanismos de registro y consulta,
incorporar el documento al expediente clínico, permi-
tir la designación de una persona de confianza y esta-
blecer la obligación de verificar la existencia de una
voluntad anticipada válida y vigente cuando el pacien-
te no pueda manifestar directamente sus decisiones.

La propuesta parte de una premisa esencial: la imposi-
bilidad temporal o permanente de expresar una deci-
sión no extingue aquellas determinaciones que una
persona adoptó previamente de manera libre e infor-
mada. En consecuencia, cuando exista una voluntad
anticipada válida, ésta debe ser identificada y conside-
rada antes de recurrir a otros mecanismos de represen-
tación previstos por la legislación.

Asimismo, se establece expresamente la posibilidad
de modificar, sustituir o revocar la voluntad anticipada
mientras la persona conserve capacidad para decidir
sobre su salud. Esta previsión garantiza que el docu-
mento siempre refleje la voluntad más reciente de su
titular y evita que decisiones previamente superadas
continúen produciendo efectos jurídicos.

Uno de los elementos centrales de la reforma consiste
en incorporar la voluntad anticipada al expediente clí-
nico. Este instrumento concentra la información rela-
cionada con el diagnóstico, tratamiento y atención mé-
dica del paciente, por lo que resulta el medio idóneo
para vincular las decisiones anticipadas con el proceso
asistencial. Su incorporación facilitará que dicha in-
formación pueda ser identificada y considerada opor-
tunamente cuando resulte necesaria.

De manera complementaria, se propone que las insti-
tuciones integrantes del Sistema Nacional de Salud
cuenten con mecanismos para el registro, consulta y
actualización de la voluntad anticipada. Estos meca-
nismos deberán observar las disposiciones en materia
de protección de datos personales y confidencialidad
de la información clínica, limitando su acceso exclusi-
vamente al personal autorizado y para fines relaciona-
dos con la atención médica.

La iniciativa incorpora también la figura de la persona
de confianza. Su función consiste en facilitar la obser-
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vancia de las preferencias previamente expresadas por
el paciente cuando éste ya no pueda comunicarlas di-
rectamente. No obstante, su participación se encuentra
limitada por el contenido de la voluntad anticipada y
por las disposiciones jurídicas aplicables, por lo que
no podrá adoptar decisiones contrarias a la voluntad
previamente expresada por su titular.

La reforma guarda estrecha relación con el derecho al
consentimiento informado. Mientras el paciente con-
serve capacidad para decidir, su voluntad actual debe-
rá prevalecer. La voluntad anticipada opera únicamen-
te cuando las condiciones de salud le impidan expresar
directamente su decisión, permitiendo que las determi-
naciones adoptadas con anterioridad continúen siendo
consideradas dentro del proceso de atención médica.

La necesidad de fortalecer esta figura también encuen-
tra sustento en el régimen federal de cuidados paliati-
vos. Desde 2009, la Ley General de Salud reconoce
los cuidados paliativos como parte de la atención a las
personas en situación terminal y establece obligacio-
nes específicas para garantizar su prestación. Entre
ellas se encuentran el acceso oportuno a dichos cuida-
dos, la atención integral al paciente y el acompaña-
miento a familiares o personas de confianza.

En el mismo sentido, los criterios emitidos por el Con-
sejo de Salubridad General para la atención integral en
cuidados paliativos reconocen expresamente la auto-
nomía de las personas y establecen que las decisiones
relacionadas con la salud deben adoptarse de manera
libre, voluntaria e informada3. Asimismo, prevén que
el personal de salud considere las directrices anticipa-
das y respete las determinaciones expresadas median-
te ellas.

La experiencia institucional demuestra que la voluntad
anticipada ya cuenta con mecanismos de aplicación
práctica. En la Ciudad de México, la Secretaría de Sa-
lud reconoce esta figura como un derecho y contempla
procedimientos para formalizarla tanto mediante do-
cumento notarial como a través de formatos suscritos
ante personal de salud4.Estos mecanismos incluyen la
participación de testigos y la posibilidad de designar
una persona representante.

De igual forma, el Instituto Nacional de Cancerología
reconoce la utilidad de la voluntad anticipada dentro
de los servicios de cuidados paliativos5, permitiendo

que las personas expresen anticipadamente decisiones
relacionadas con tratamientos destinados exclusiva-
mente a prolongar la vida y opten por medidas orien-
tadas al control de síntomas y al confort del paciente.

Estos antecedentes evidencian que la voluntad antici-
pada no constituye una figura aislada, sino una herra-
mienta estrechamente vinculada con la autonomía del
paciente, el consentimiento informado y los cuidados
paliativos. Sin embargo, la existencia de mecanismos
institucionales o disposiciones locales no sustituye la
necesidad de contar con una regulación federal unifor-
me que garantice su adecuada identificación y aplica-
ción dentro del Sistema Nacional de Salud.

La propuesta preserva plenamente la distinción jurídi-
ca entre voluntad anticipada, cuidados paliativos, eu-
tanasia y suicidio asistido. Su finalidad no consiste en
autorizar conductas dirigidas a provocar deliberada-
mente la muerte, sino en garantizar que las decisiones
previamente expresadas por una persona respecto de
su atención médica sean respetadas dentro de los lími-
tes previstos por la legislación sanitaria.

Esta distinción resulta particularmente relevante por-
que el Código Penal Federal establece consecuencias
jurídicas para las conductas relacionadas con la induc-
ción o el auxilio al suicidio. En consecuencia, la refor-
ma no modifica el régimen penal vigente ni altera las
prohibiciones establecidas por la Ley General de Sa-
lud respecto de la eutanasia o el suicidio asistido. Su
alcance se limita a fortalecer los mecanismos necesa-
rios para hacer efectivo el ejercicio de derechos ya re-
conocidos por el ordenamiento jurídico.

El fortalecimiento de la voluntad anticipada también
contribuye a brindar mayor certeza jurídica a pacien-
tes, familiares, personas de confianza e instituciones
de salud. Permite que las decisiones previamente ex-
presadas por una persona puedan ser conocidas y ob-
servadas cuando ésta no se encuentre en posibilidad de
comunicarlas, al mismo tiempo que proporciona re-
glas claras para la actuación del personal médico den-
tro del marco legal aplicable.

En consecuencia, la presente reforma busca que la vo-
luntad anticipada deje de ser únicamente una manifes-
tación formal de voluntad y se convierta en un instru-
mento plenamente operativo, verificable e integrado al
proceso de atención médica. Para ello, se fortalecen

Gaceta Parlamentaria Miércoles 7 de octubre de 202612



los mecanismos relacionados con su formalización, re-
gistro, incorporación al expediente clínico, consulta,
actualización, revocación y observancia.

Por lo anteriormente expuesto, se considera necesario
reformar el artículo 166 Bis 4 de la Ley General de Sa-
lud para establecer reglas claras sobre el contenido,
formalización, registro, incorporación al expediente
clínico, consulta, modificación, sustitución, revoca-
ción y observancia de la voluntad anticipada, preser-
vando en todo momento la distinción entre el ejercicio
de la autonomía del paciente, los cuidados paliativos y
las conductas que el orden jurídico mexicano sanciona
por tener como finalidad provocar deliberadamente la
muerte.

Por las consideraciones expuestas, se somete a la con-
sideración de esta honorable asamblea la aprobación
de la presente iniciativa.

A continuación, se agrega un cuadro comparativo ex-
presando la propuesta de manera puntual:

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a
consideración de esta honorable asamblea la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 166 Bis 4
de la Ley General de Salud

Artículo Único. Se reforma el artículo 166 Bis 4. de la
Ley General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 166 Bis 4. Toda persona mayor de edad, en
pleno uso de sus facultades mentales, puede, en
cualquier momento e independientemente de su es-
tado de salud, expresar su voluntad anticipada por
escrito ante dos testigos, de recibir o no cualquier
tratamiento, en caso de que llegase a padecer una en-
fermedad y estar en situación terminal y no le sea
posible manifestar dicha voluntad, pudiendo desig-
nar a una persona de confianza. Dicho documento
podrá ser modificado, sustituido o revocado en cual-
quier momento.

Para que sea válida la disposición de voluntad referida
en el párrafo anterior, deberá apegarse a lo dispuesto
en la presente Ley y demás disposiciones aplicables, y
deberá incorporarse al expediente clínico y, en su ca-
so, al registro correspondiente, para su consulta y ob-
servancia por el personal médico cuando la persona no
pueda expresar su voluntad, garantizando la protec-
ción de sus datos personales y confidencialidad.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las instituciones integrantes del Sistema
Nacional de Salud contarán con un plazo de 180 días
naturales, contados a partir de la entrada en vigor del
presente decreto, para implementar o adecuar los me-
canismos necesarios para el registro, consulta, actuali-
zación y, en su caso, incorporación al expediente clí-
nico de las voluntades anticipadas, de conformidad
con las disposiciones aplicables en materia de protec-
ción de datos personales y confidencialidad de la in-
formación clínica.
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Tercero. Las voluntades anticipadas formalizadas an-
tes de la entrada en vigor del presente decreto conser-
varán su validez y efectos jurídicos y, cuando corres-
ponda, serán incorporadas al expediente clínico y al
registro respectivo.

Notas

1 Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión.
(2026). Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
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(2026). Ley General de Salud, artículo 166 Bis 4. https://www.di-
putados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGS.pdf

3 Consejo de Salubridad General. (2014). Acuerdo por el que se
declara la obligatoriedad de los esquemas de manejo integral de
cuidados paliativos, así como los procesos señalados en la Guía del
Manejo Integral de Cuidados Paliativos. Diario Oficial de la Fede-
ración. https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=537740

4 Secretaría de Salud de la Ciudad de México. (2026). Voluntad
anticipada en la Ciudad de México.
https://www.salud.cdmx.gob.mx/acciones/voluntad-anticipada-
2026

5 Instituto Nacional de Cancerología. (s.f.). Servicio de Cuidados
Paliativos. Gobierno de México. https://incan.salud.gob.mx/direc-
cion-medica/subdireccion-oncologia-hematologia/servicios-cuida-
dos-paleativos

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 7 de octubre de 2026.

Diputada Alma Lidia de la Vega Sánchez (rúbrica)

QUE ADICIONA UNA FRACCIÓN VI AL ARTÍCULO 111 DE
LA LEY GENERAL DE SALUD, EN MATERIA DE EDUCACIÓN
PARA LA IDENTIFICACIÓN, EVALUACIÓN Y USO RESPONSA-
BLE DE INFORMACIÓN DIGITAL EN SALUD, A CARGO DE LA
DIPUTADA ALMA LIDIA DE LA VEGA SÁNCHEZ, DEL GRU-
PO PARLAMENTARIO DE MORENA

La que suscribe, Alma Lidia de la Vega Sánchez, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI
Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, con fundamento en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 6 numeral 1, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados somete a con-
sideración de esta asamblea iniciativa con proyecto de
decreto por el que se adiciona una fracción VI al artí-
culo 111 de la Ley General de Salud, en materia de
educación para la identificación, evaluación y uso res-
ponsable de información digital en salud, al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

El artículo 4o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos reconoce el derecho a la pro-
tección de la salud. Este derecho comprende no sólo el
acceso a los servicios de atención médica, sino tam-
bién las acciones de prevención, promoción y educa-
ción que permitan a las personas adoptar decisiones
informadas para el cuidado de su bienestar1.

La promoción de la salud constituye una función esen-
cial de la política sanitaria del Estado, en virtud de que
fomenta la participación activa de la población en el
cuidado de su salud. La difusión de conocimientos
sustentados en evidencia científica contribuye a la
identificación de factores de riesgo, la prevención de
enfermedades y el uso adecuado de los servicios que
integran el Sistema Nacional de Salud2 .

En las últimas décadas, el desarrollo de las tecnologí-
as de la información y la comunicación ha transforma-
do de manera significativa las formas de acceso al co-
nocimiento. Actualmente, internet, las redes sociales,
las plataformas digitales y las aplicaciones móviles
forman parte de los mecanismos más utilizados para
consultar información relacionada con enfermedades,
tratamientos, medicamentos, nutrición, salud mental y
medidas preventivas3.
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Si bien esta transformación ha ampliado las posibili-
dades de acceso a la información sanitaria, también ha
facilitado la circulación inmediata de contenidos que
no necesariamente cuentan con validación científica o
supervisión especializada4. Como consecuencia, en
los entornos digitales coexisten fuentes confiables con
información incompleta, desactualizada o carente de
sustento técnico, lo que puede generar interpretaciones
erróneas respecto de enfermedades, tratamientos, me-
dicamentos y medidas preventivas.

En este contexto, el acceso a información sanitaria no
implica, por sí mismo, que las personas cuenten con
los elementos necesarios para determinar su calidad,
confiabilidad o pertinencia. Por ello, resulta necesario
fortalecer las capacidades que permitan analizar, com-
prender y utilizar de manera adecuada la información
relacionada con la salud. La alfabetización en salud di-
gital comprende el conjunto de conocimientos, habili-
dades y competencias orientadas a facilitar dicho pro-
ceso en los entornos digitales.

La alfabetización en salud digital no tiene como pro-
pósito restringir el acceso a la información ni sustituir
la orientación proporcionada por los profesionales de
la salud5. Su finalidad consiste en fortalecer la capaci-
dad de las personas para identificar fuentes confiables,
reconocer información sustentada en evidencia cientí-
fica y hacer un uso responsable de los recursos digita-
les disponibles. Asimismo, organismos internacionales
especializados han destacado la relevancia de estas
competencias para la adopción de decisiones informa-
das en materia de salud.

En México, la expansión del acceso a internet ha in-
crementado la importancia de este desafío. El uso co-
tidiano de herramientas digitales por una proporción
cada vez mayor de la población ha convertido a los
medios electrónicos en una de las principales fuentes
de consulta de información, incluida aquella relacio-
nada con la salud y el bienestar.

La información sanitaria influye de manera directa en
la prevención de enfermedades, la búsqueda oportuna
de atención médica y el seguimiento adecuado de las
recomendaciones emitidas por los profesionales de la
salud. Por ello, la calidad, precisión y confiabilidad de
dicha información constituyen elementos relevantes
para el fortalecimiento de la salud pública.

El crecimiento de los entornos digitales ha multiplica-
do la disponibilidad de información sanitaria, pero
también ha incrementado los riesgos asociados con la
desinformación. Este fenómeno ha sido identificado a
nivel internacional como un desafío para la salud pú-
blica debido a la dificultad que puede representar para
la población distinguir información confiable de con-
tenidos carentes de sustento científico.

La desinformación en materia de salud puede influir
en conductas y decisiones que afecten tanto el bienes-
tar individual como el colectivo. Entre sus posibles
consecuencias se encuentran la automedicación, el
abandono de tratamientos prescritos, la adopción de
prácticas sin respaldo científico y la disminución de la
confianza en medidas preventivas sustentadas en evi-
dencia.

En consecuencia, el fortalecimiento de capacidades
para identificar, analizar y evaluar información sanita-
ria constituye una medida preventiva que contribuye a
reducir los riesgos asociados con decisiones adoptadas
a partir de información incorrecta o engañosa.

La alfabetización en salud digital debe entenderse co-
mo un complemento de las estrategias tradicionales de
promoción de la salud. Las campañas institucionales,
los materiales informativos y la orientación profesio-
nal continúan desempeñando un papel fundamental;
sin embargo, la realidad digital exige herramientas
adicionales que permitan valorar críticamente la infor-
mación disponible en línea.

El desafío actual no consiste únicamente en garantizar
el acceso a información sanitaria, sino también en ase-
gurar que la población cuente con las competencias
necesarias para interpretarla adecuadamente, verificar
su confiabilidad y distinguir aquella respaldada por
evidencia científica.

Esta necesidad adquiere especial relevancia debido a
que las decisiones relacionadas con hábitos de vida,
prevención de enfermedades, tratamientos médicos y
búsqueda de atención sanitaria se encuentran cada vez
más influenciadas por contenidos obtenidos mediante
plataformas digitales.

Por tanto, las acciones de promoción de la salud deben
incorporar competencias digitales aplicadas al ámbito
sanitario. Estas herramientas permiten fortalecer la
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participación informada de la población, complemen-
tar las estrategias institucionales y favorecer el uso
responsable de los servicios de salud.

La actualización del marco normativo responde a la
transformación de los mecanismos mediante los cuales
las personas adquieren conocimientos y toman deci-
siones relacionadas con su salud. En este sentido, la le-
gislación debe incorporar instrumentos acordes con las
realidades tecnológicas contemporáneas.

El derecho a la protección de la salud implica no sólo
la prestación de servicios de atención médica, sino
también el establecimiento de condiciones que permi-
tan a las personas ejercer este derecho de manera efec-
tiva. El acceso a información clara, confiable y sus-
tentada constituye un elemento indispensable para
alcanzar dicho propósito.

Las transformaciones sociales y tecnológicas han ge-
nerado nuevas necesidades en materia de promoción
de la salud. La creciente utilización de medios digita-
les para consultar información relacionada con sínto-
mas, enfermedades, tratamientos, medicamentos y
medidas preventivas hace necesario fortalecer capaci-
dades que permitan interactuar de manera responsable
con dichos contenidos.

En el ámbito internacional, diversos organismos espe-
cializados han reconocido la importancia de desarro-
llar competencias que permitan acceder, comprender,
evaluar y utilizar información sanitaria confiable. Asi-
mismo, han señalado que la transformación digital
ofrece oportunidades significativas para ampliar el ac-
ceso al conocimiento, aunque también plantea retos
asociados con la desinformación y la identificación de
fuentes confiables.

De igual forma, se ha destacado la relevancia de forta-
lecer las competencias digitales en salud como una he-
rramienta para mejorar la toma de decisiones, fomentar
la participación informada de la población y contribuir
a mejores resultados en materia de salud pública.

La presente propuesta responde a las nuevas formas de
consulta y aprendizaje que caracterizan a la sociedad
contemporánea. Su propósito no es establecer meca-
nismos de control sobre los contenidos difundidos en
internet ni limitar el derecho de acceso a la informa-
ción, sino fortalecer las capacidades de la población

para desenvolverse de manera informada y responsa-
ble en los entornos digitales6.

Por las consideraciones expuestas, se somete a la con-
sideración de esta Honorable Asamblea la aprobación
de la presente iniciativa.

A continuación, se agrega un cuadro comparativo ex-
presando la propuesta de manera puntual:

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a
consideración de esta honorable asamblea la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona una fracción VI al
artículo 111 de la Ley General de Salud

Artículo Único. Se adiciona una fracción VI al artícu-
lo 111 de la Ley General de Salud, para quedar como
sigue:

Artículo 111. …

I a la V. …
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VI. Alfabetización en salud digital, mediante accio-
nes permanentes orientadas a fortalecer las capaci-
dades de la población para acceder, comprender,
evaluar y utilizar información en materia de salud
proveniente de medios digitales y tecnologías de la
información, promoviendo la identificación de
fuentes confiables y con sustento científico para la
toma de decisiones informadas.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Secretaría de Salud y las instituciones que
integran el Sistema Nacional de Salud promoverán, en
el ámbito de sus respectivas atribuciones, las acciones
necesarias para el cumplimiento del presente decreto.

Notas

1 Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión.
(2025). Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

2 Organización Mundial de la Salud. (2025). Alfabetización en ma-
teria de salud. https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/de-
tail/health-literacy

3 Instituto Nacional de Estadística y Geografía. (2025). Encuesta
Nacional sobre Disponibilidad y Uso de Tecnologías de la Infor-
mación en los Hogares (ENDUTIH) 2024.
https://www.inegi.org.mx/programas/endutih/2024/

4 Organización Mundial de la Salud. (s.f.). Infodemia.
https://www.who.int/es/health-topics/infodemic

5 Organización Mundial de la Salud. (2025). Alfabetización en ma-
teria de salud. https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/de-
tail/health-literacy

6. Organización Panamericana de la Salud. (2025). Itinerario For-
mativo Salud Digital. https://campus.paho.org/es/if/salud-digital

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 7 de octubre de 2026.

Diputada Alma Lidia de la Vega Sánchez (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE
LA LEY FEDERAL DEL MAR, EN MATERIA DE APROVECHA-
MIENTO SUSTENTABLE, PROTECCIÓN PREVENTIVA DEL ME-
DIO MARINO, RESTAURACIÓN DE ECOSISTEMAS Y ACTUA-
LIZACIÓN EN DERECHOS HUMANOS, A CARGO DE LA
DIPUTADA MARCELA MICHEL LÓPEZ, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DE MORENA

La suscrita, Marcela Michel López, diputada federal,
integrante del Grupo Parlamentario de Morena a la
LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 71, fracción II de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de este honorable pleno la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
man y adicionan diversas disposiciones de la Ley
Federal del Mar, en materia de aprovechamiento
sustentable, protección preventiva del medio mari-
no, restauración de ecosistemas y actualización en
derechos humanos.

Exposición de Motivos

El mar constituye uno de los espacios estratégicos más
relevantes para el desarrollo integral del Estado mexi-
cano, no sólo por su extensión geográfica que supera los
tres millones de kilómetros cuadrados de zonas marinas
bajo jurisdicción nacional sino por su importancia eco-
nómica, ambiental, social y de seguridad nacional. Mé-
xico es una nación eminentemente marítima, con más
de once mil kilómetros de litoral, cuya riqueza biológi-
ca lo ubica entre los países megadiversos del mundo.

No obstante, esta condición privilegiada enfrenta una
crisis sin precedentes. Según el informe “The State of
World Fisheries and Aquaculture 2024” de la FAO, la
sostenibilidad biológica de las poblaciones de peces
sigue disminuyendo, situándose en un 62.3 por ciento
en niveles sostenibles, lo que implica que casi el 38
por ciento de las poblaciones mundiales están sobre-
explotadas.1 En el ámbito nacional, este deterioro sis-
témico compromete la seguridad alimentaria y el bien-
estar de los más de dos millones de mexicanos
vinculados indirectamente al sector.

En el caso de México, la Comisión Nacional de Acua-
cultura y Pesca ha señalado que una proporción signi-
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ficativa de las pesquerías nacionales muestra signos de
sobreexplotación o deterioro. Esta situación se agrava
por el hecho de que el océano absorbe aproximada-
mente el 25 por ciento de todas las emisiones de dió-
xido de carbono y captura el 90 por ciento del exceso
de calor generado por dichas emisiones, lo que altera
la química marina y desplaza especies comerciales vi-
tales para nuestra economía.2

La degradación de los ecosistemas marinos impacta
directamente en esta cadena productiva, generando
efectos económicos negativos que se traducen en pér-
dida de competitividad, incremento en los costos de
operación y deterioro de las condiciones de vida en co-
munidades costeras. Diversos reportes técnicos han
evidenciado que los arrecifes coralinos del Caribe me-
xicano han perdido más del 50 por ciento de su cober-
tura en las últimas décadas, debido a factores como el
cambio climático, la contaminación y el desarrollo
costero desordenado.3

Asimismo, la presencia masiva de sargazo en el Cari-
be, documentada de manera reiterada desde 2018 por
organismos científicos y autoridades ambientales, ha
generado afectaciones económicas millonarias en des-
tinos turísticos. Investigaciones del IPBES señalan
que la pérdida de estos servicios ecosistémicos no so-
lo afecta el turismo, sino que elimina las barreras na-
turales contra huracanes, incrementando la vulnerabi-
lidad de la infraestructura costera.4

En el Golfo de México, incidentes relacionados con la
industria energética han evidenciado la vulnerabilidad
del medio marino frente a actividades extractivas. La
existencia de infraestructura abandonada o insuficien-
temente desmantelada en zonas marinas constituye un
pasivo ambiental que afecta la biodiversidad y genera
riesgos para la navegación y la pesca. De acuerdo con
el enfoque de la Organización Marítima Internacional
(OMI), el desmantelamiento de plataformas debe tran-
sitar de un modelo de abandono a uno de “economía
circular y restauración”, donde la responsabilidad del
operador no termina con el cese de la extracción, sino
con la restitución del lecho marino a su estado previo.5

La adopción de un enfoque precautorio no es solo una
medida ambiental, sino una estrategia financiera de
Estado. El Panel de Alto Nivel para una Economía
Oceánica Sostenible estima que por cada dólar inver-
tido en la protección y restauración de los océanos, se

obtiene un retorno de al menos 5 dólares en beneficios
económicos, sociales y ambientales.6

La presente iniciativa se inscribe en este contexto de
urgencia, proponiendo una actualización integral de la
Ley Federal del Mar que permita al Estado mexicano
contar con herramientas jurídicas acordes a los desafí-
os del siglo XXI. En particular, la incorporación de ac-
tividades como la biotecnología marina, el aprovecha-
miento de biomasa y residuos marinos, y el
fortalecimiento de la resiliencia climática responde a
la necesidad de transitar hacia un modelo de “Econo-
mía Azul”. Este concepto, promovido por organismos
internacionales como el Banco Mundial, busca des-
acoplar el desarrollo socioeconómico del deterioro
ambiental, fomentando el uso de recursos genéticos
marinos para la innovación farmacéutica y energética
bajo un esquema de justicia distributiva.7

Aunado a lo anterior, la biotecnología marina repre-
senta un sector estratégico de innovación; sin embar-
go, la ausencia de un reconocimiento explícito en la le-
gislación mexicana limita la seguridad jurídica para la
inversión y el desarrollo científico, colocando al país
en desventaja frente a economías que ya han normado
estos conceptos.

Por otra parte, la incorporación del principio de pre-
caución en la legislación nacional responde a una ne-
cesidad ampliamente reconocida en el ámbito interna-
cional. La evidencia científica ha demostrado que, en
contextos de incertidumbre, la inacción puede generar
daños irreversibles en los ecosistemas. Casos docu-
mentados a nivel global, como el colapso de pesquerí-
as o la pérdida acelerada de arrecifes coralinos, evi-
dencian las consecuencias de no actuar de manera
oportuna, por lo que este principio debe ser el eje rec-
tor de toda actividad en zonas marinas mexicanas.8
Asimismo, la reforma propuesta al artículo 17 atiende
una problemática concreta: la falta de obligaciones
claras en materia de desmantelamiento y restauración
de infraestructura marina. En diversos países, la au-
sencia de regulación en esta materia ha generado pasi-
vos ambientales que han tenido que ser asumidos por
el Estado, con costos económicos significativos.9 Es
imperativo que el marco legal mexicano transite hacia
el principio de “quien contamina, paga y restaura”,
obligando a los concesionarios a garantizar la integri-
dad ecosistémica incluso tras la conclusión de su vida
útil comercial, , asegurando que los costos de reme-
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diación ambiental sean internalizados por los agentes
privados y no representen una carga financiera para el
Estado mexicano.

En materia de derechos humanos, la actualización del
artículo 28 responde a la necesidad de armonizar el
lenguaje jurídico con los estándares internacionales.
La trata de personas constituye una de las violaciones
más graves a los derechos humanos. La Organización
Internacional del Trabajo (OIT) ha alertado sobre el
aumento del trabajo forzoso en el sector pesquero de
alta mar, donde el aislamiento geográfico facilita la
explotación. La inclusión explícita de la “trata de per-
sonas” en nuestra legislación marítima cierra una bre-
cha de impunidad que el término arcaico de “esclavi-
tud” no alcanza a cubrir íntegramente en la dogmática
jurídica moderna,10 permitiendo una protección más
amplia y efectiva para las víctimas.

A cuatro décadas de su promulgación en 1986, la Ley
Federal del Mar requiere una cirugía normativa pro-
funda. El derecho del mar ya no puede entenderse úni-
camente como una delimitación de fronteras y sobera-
nía; debe evolucionar hacia un derecho de protección
de la biósfera marina y de garantía de derechos huma-
nos en entornos transnacionales.

La urgencia de esta reforma se refuerza al considerar
los efectos del cambio climático en los océanos, inclu-
yendo el aumento de la temperatura, la acidificación y
la elevación del nivel del mar. Estos fenómenos gene-
ran impactos significativos en los ecosistemas y en las
comunidades costeras. La incorporación del concepto
de resiliencia climática permite orientar las políticas
públicas hacia la adaptación y mitigación de estos
efectos de manera transversal.

En el ámbito del derecho internacional, el artículo 192
de la Convención de las Naciones Unidas sobre el De-
recho del Mar menciona que:

“Los Estados tienen la obligación de proteger y
preservar el medio marino”.11

Asimismo, el artículo 194 fracción 2 menciona que:

“Los Estados tomarán todas las medidas necesa-
rias para prevenir, reducir y controlar la contami-
nación del medio marino…”12

Asimismo, la presente propuesta se alinea con el Ob-
jetivo de Desarrollo Sostenible 14 de la Agenda 2030
de las Naciones Unidas, que insta a los Estados a pre-
venir y reducir significativamente la contaminación
marina de todo tipo y a gestionar de manera sostenible
los ecosistemas marinos y costeros. 13

Por su parte, el Principio 15 de la Declaración de Río
sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo señala que:

“Con el fin de proteger el medio ambiente, los Es-
tados deberán aplicar ampliamente el criterio de
precaución…”14

En el marco constitucional, el artículo 1º menciona
que:

“Todas las autoridades, en el ámbito de sus compe-
tencias, tienen la obligación de promover, respetar,
proteger y garantizar los derechos humanos de con-
formidad con los principios de universalidad, inter-
dependencia, indivisibilidad y progresividad…”15

El artículo 4o. establece que:

“Toda persona tiene derecho a un medio ambiente
sano para su desarrollo y bienestar…”16

El artículo 27 en su párrafo tercero menciona que:

“La Nación tendrá en todo tiempo el derecho de
imponer a la propiedad privada las modalidades
que dicte el interés público…”17

En el ámbito de la legislación secundaria, el artículo
15 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente menciona que:

“Para la formulación y conducción de la política
ambiental y la expedición de normas oficiales me-
xicanas y demás instrumentos….

VI. La prevención de las causas que los generan, es
el medio más eficaz para evitar los desequilibrios
ecológicos;…”.18

Asimismo, la Ley General de Víctimas reconoce la
obligación del Estado de garantizar la protección inte-
gral de las personas víctimas de delitos, incluida la tra-
ta de personas.19
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En la Unión Europea, la Directiva Marco sobre la Es-
trategia Marina exige un enfoque ecosistémico para al-
canzar el buen estado ambiental. Países como Estados
Unidos y Australia han implementado regímenes es-
trictos de desmantelamiento de infraestructura y han
elevado el principio de precaución a rango operativo,
sentando precedentes de éxito en la recuperación de
biomasa marina.20

Bajo esta premisa, México no puede permanecer reza-
gado en la protección de su patrimonio soberano. La
presente reforma no solo cumple con mandatos cons-
titucionales y tratados internacionales, sino que esta-
blece las bases para que las futuras generaciones go-
cen de un océano productivo, sano y seguro.

Por todo lo anterior, resulta evidente que la actualiza-
ción de la Ley Federal del Mar no sólo es pertinente,
sino impostergable. No se trata únicamente de una re-
forma administrativa, sino de un acto de soberanía cli-
mática, económica y social que garantiza que México
cuente con un marco normativo robusto para enfrentar
los desafíos del siglo XXI en materia marina.

Para ello incorporo en el siguiente cuadro mi propues-
ta de decreto a fin de ser analizada:

Ley Federal del Mar
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En mérito de lo anteriormente expuesto y fundado, so-
mete a consideración de esta honorable soberanía la si-
guiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman las fracciones IV y
V del artículo 6o.; el artículo 17; y el artículo 28; y
se adiciona un segundo párrafo al artículo 21, todos
de la Ley Federal del Mar

Artículo Único. - Se reforman las fracciones IV y V
del artículo 6o.; el artículo 17; y el artículo 28; y se
adiciona un segundo párrafo al artículo 21, todos de la
Ley Federal del Mar, para quedar como sigue:

Artículo 6o.- La soberanía de la Nación y sus dere-
chos de soberanía, jurisdicciones y competencias den-
tro de los límites de las respectivas zonas marinas,
conforme a la presente Ley, se ejercerán según lo dis-
puesto por la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, el derecho internacional y la le-
gislación nacional aplicable, respecto a:

I a III…

IV.- El aprovechamiento económico del mar, inclu-
sive la utilización de minerales disueltos en sus
aguas, la producción de energía eléctrica o térmica
derivada de las mismas, de las corrientes y de los
vientos, la captación de energía solar en el mar, el
desarrollo de la zona costera, la maricultura, la
biotecnología marina, el aprovechamiento de bio-
masa y residuos marinos, el establecimiento de
parques marinos nacionales, la promoción de la re-
creación y el turismo y el establecimiento de comu-
nidades pesqueras;

V.- La protección y preservación del medio marino,
inclusive la prevención de su contaminación, así
como el fortalecimiento de la resiliencia climática
y la restauración de los ecosistemas marinos; y

VI…

Artículo 17.- La construcción, instalación, conserva-
ción, mantenimiento, reparación y demolición de los
bienes inmuebles dedicados a la exploración, locali-
zación, perforación, extracción y desarrollo de recur-
sos marinos, o destinados a un servicio público o al
uso común en las zonas marinas mexicanas, deberá
hacerse observando las disposiciones legales vigentes

en la materia, garantizando en todo momento la inte-
gridad de los ecosistemas y la biodiversidad marina.

Al concluir la vida útil de las instalaciones o el obje-
to de las actividades, las personas físicas o morales
responsables o titulares de los derechos correspon-
dientes, estarán obligadas al retiro integral de las es-
tructuras, la gestión sustentable de los residuos y la
restauración técnica del lecho marino, así como de
las áreas naturales afectadas, de conformidad con la
normatividad ambiental y los planes de abandono
autorizados por las autoridades competentes.

Artículo 21.- En el ejercicio de los poderes, derechos,
jurisdicciones y competencias de la Nación dentro de
las zonas marinas mexicanas, se aplicarán la Ley Fe-
deral de Protección al Ambiente, la Ley General de
Salud, y sus respectivos Reglamentos, la Ley Federal
de Aguas y demás leyes y reglamentos aplicables vi-
gentes o que se adopten, incluidos la presente Ley, su
reglamento y las normas pertinentes del derecho in-
ternacional para prevenir, reducir y controlar la con-
taminación del medio marino.

En la aplicación de las disposiciones a que se refiere
el párrafo anterior, las autoridades nacionales com-
petentes observarán el principio de precaución.
Cuando exista riesgo de daño grave o irreversible al
medio marino, la falta de certeza científica no será
motivo para postergar la adopción de medidas efica-
ces que impidan la degradación de los ecosistemas.

Artículo 28.- Toda persona en situación de esclavitud
o víctima de los delitos de trata de personas que in-
grese al Mar Territorial en una embarcación extranjera
alcanzará, por ese solo hecho, su libertad y la protec-
ción de las leyes, en los términos del Artículo 2 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos.

Transitorio

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las obligaciones de retiro integral y restau-
ración técnica previstas en la reforma al artículo 17 del
presente decreto, serán aplicables a las concesiones,
contratos, asignaciones, autorizaciones y permisos vi-
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gentes al momento de su entrada en vigor. Los titula-
res de dichos derechos deberán actualizar sus progra-
mas de abandono y desmantelamiento conforme a los
plazos y lineamientos técnicos que emitan las autori-
dades competentes en un plazo no mayor a 180 días
naturales a partir de la publicación del presente decre-
to, respetando los términos de seguridad operativa y
protección ambiental establecidos en la legislación
sectorial aplicable.

Tercero. El Ejecutivo federal realizará las adecuacio-
nes necesarias al Reglamento de la Ley Federal del
Mar y demás disposiciones administrativas que co-
rrespondan, en un plazo no mayor a 180 días naturales
contados a partir de la entrada en vigor del presente
Decreto.
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missioning%20involves%20the%20timely%2C%20safe,they%20
meet%20their%20decommissioning%20obligations.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo
de San Lázaro, a 7 de octubre de 2026.

Diputada Marcela Michel López (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 12 DE LA LEY GENERAL DE
CULTURA Y DERECHOS CULTURALES, EN MATERIA DE
PARTICIPACIÓN DE LAS PERSONAS PORTADORAS DEL PA-
TRIMONIO CULTURAL INMATERIAL, A CARGO DEL DIPUTA-
DO ÓSCAR IVÁN BRITO ZAPATA, DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO DE MORENA

El que suscribe, diputado Óscar Iván Brito Zapata, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena en la
LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, y artículos 6 nume-
ral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a consideración del pleno de
esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforma el artículo 12 de la Ley
General de Cultura y Derechos Culturales, en materia
de participación de las personas portadoras del patri-
monio cultural inmaterial, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La gran riqueza cultural que hoy descansa en nuestro
país no sólo puede ser enfocada hacia sus monumen-
tos, inigualables zonas arqueológicas y diversos muse-
os. Para entender todo lo que hay detrás de ello, es im-
portante y fundamental conocer aquellos elementos
que no sólo nos identifican como nación, sino que
mantienen latentes prácticas, conocimientos, expresio-
nes, lenguas, celebraciones y tradiciones que hacen

posible que nuestra comprensión sobre el mundo pue-
da ser transmitida de generación en generación, per-
maneciendo en nuestra historia.

Porque, al reflexionar sobre cada una de estas mani-
festaciones y prácticas que acompañan nuestra histo-
ria, existen personas que no sólo conocen y practican
nuestra cultura, sino que también cumplen con un fac-
tor fundamental para que su conservación y continui-
dad sigan siendo parte de lo que hoy es México, es de-
cir, se encargan de que estas prácticas permanezcan
vivas entre nosotros.

En la presente iniciativa se reconoce que la preserva-
ción de nuestra cultura no significa únicamente cuidar
y procurar aquello que hemos recibido de generacio-
nes anteriores, sino también darle reconocimiento y
entender que deben existir las condiciones adecuadas
para que el patrimonio continúe vivo en nuestros días
y, de esa manera, asegurar que llegue a futuras gene-
raciones.

De acuerdo con el comunicado de prensa del INEGI,
115/25, en México cerca de 39.2 millones de personas
se han identificado como indígenas, mientras que cer-
ca de 7.4 millones de personas de tres años en adelan-
te hablan alguna lengua indígena; esto, en sumatoria,
indica que 7.0 millones de personas en México cum-
plen con ambas condiciones.1

Ahora bien, continuando con el análisis estadístico de
la población indígena, es importante señalar qué esta-
dos de la República cuentan con mayores porcentajes
de presencia de población indígena. En primer lugar, se
encuentra Oaxaca, con un 26.3 por ciento, mientras que
Yucatán se posiciona en segundo lugar, con un 24.3 por
ciento, seguido de Chiapas, con un 22.4 por ciento.2

La motivación de integrar estas cifras a la presente ex-
posición de motivos es acentuar que la diversidad cul-
tural de nuestro México no es inherente a un fenóme-
no aislado que pertenece únicamente al pasado, sino
todo lo contrario. Obedece a una realidad presente que
forma parte de la vida de millones de personas mexi-
canas y que, más allá de todo esto, debe representar
una responsabilidad para todas y todos en la conserva-
ción y cuidado de nuestras raíces.

Continuando con el análisis de los datos compartidos
por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía, es

Miércoles 7 de octubre de 2026 Gaceta Parlamentaria23



importante destacar la particular relevancia que repre-
senta el estado de Yucatán, pues esta entidad, se carac-
teriza por una gran concentración de personas hablan-
tes de la lengua indígena maya. Para ahondar en esta
idea, es importante señalar que también existe una am-
plia presencia de conocimientos, expresiones, prácti-
cas y manifestaciones culturales que son propias de la
identidad maya de la Península de Yucatán.

Esto significa que, al analizar el caso específico del es-
tado de Yucatán, podemos contemplar una radiografía
que permite comprender, desde una realidad específi-
ca y concreta, la amplia relevancia que implica forta-
lecer todos esos mecanismos culturales que deben ser
entendidos, replicados y conservados, o, de una mane-
ra de decirlo, que permanezcan vivos y vigentes.

La Convención para la Salvaguardia del Patrimonio
Cultural Inmaterial de la Organización de las Naciones
Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura
(UNESCO) define este patrimonio como los “usos, re-
presentaciones, expresiones, conocimientos y técni-
cas” que las comunidades, grupos y, en algunos casos,
individuos reconocen como parte integrante de su pa-
trimonio cultural.”3 El mismo instrumento internacio-
nal establece que este patrimonio “se transmite de ge-
neración en generación, es recreado constantemente
por las comunidades y grupos”4 y contribuye a gene-
rar un sentimiento de identidad y continuidad. Asimis-
mo, la Convención comprende dentro de sus manifes-
taciones las tradiciones y expresiones orales, las artes
del espectáculo, los usos sociales, rituales y actos fes-
tivos, los conocimientos relacionados con la naturale-
za y con las técnicas artesanales tradicionales.

Es debido mencionar que estas manifestaciones y ex-
presiones culturales cuentan con una particularidad en
su enseñanza, que no califica meramente como un pro-
ceso formal o que esté apegado a lo tradicionalmente
acostumbrado mediante nuestros métodos de educa-
ción y enseñanza, sino que las personas que van ad-
quiriendo estos conocimientos sobre las expresiones
culturales están ampliamente vinculadas con la obser-
vación y la convivencia con su entorno, así como con
el contacto directo con aquellas personas que conocen
y poseen estos conocimientos.

Y es precisamente esta característica la que da origen al
eje de estudio de la presente iniciativa, porque cuando ha-
blamos de cuidar y preservar nuestro patrimonio cultural

inmaterial debemos ir más allá de reconocer su existen-
cia. Esta iniciativa da un paso adelante para resaltar la fi-
gura de aquellas personas que mantienen viva nuestra
historia. Porque en México, una técnica artesanal, una
lengua, su música, incluso aquellos conocimientos rela-
cionados con el aprovechamiento de las bondades de la
naturaleza han permanecido latentes en el siglo XXI gra-
cias a personas que reconocen su significado, reconocen
su valor histórico y atesoran las habilidades y conoci-
mientos heredados para poder reproducirlos con las ge-
neraciones venideras. Y eso es más que valioso.

Por ello, la presente iniciativa cobra un sentido am-
pliamente relevante cuando hablamos de “personas
portadoras”, un concepto poco conocido, tal vez, qui-
zá tanto como aquellas personas que reciben esta cate-
goría. Y, para efectos de claridad, es debido mencionar
que la presente iniciativa no pretende crear una nueva
categoría jurídica o un nuevo concepto que atraiga
nuevas implicaciones, sino partir de las definiciones
que al día de hoy han permitido avanzar en el recono-
cimiento de las personas portadoras

Y es así como se ha logrado configurar un concepto
usado en mayor medida en el ámbito cultural para re-
ferirse a aquellas personas que poseen, practican y
comparten determinadas expresiones, conocimientos o
técnicas que el día de hoy son reconocidas como pa-
trimonio cultural inmaterial.

Actualmente, el gobierno federal, a través de la Secre-
taría de Cultura, ha informado que, en aras de conti-
nuar con acciones que salvaguarden el patrimonio cul-
tural inmaterial, “trabajan con cercanía y de la mano
de las comunidades y los individuos que lo detentan,
preocupándose por la continuidad del mismo que pro-
picie”5:

• La inclusión social.

• La conservación de comunidades, idiomas, cos-
tumbres, historias e identidades.

• La transmisión de conocimientos ancestrales.

• La revitalización de expresiones y prácticas cultu-
rales.

• El uso de la medicina tradicional, técnicas de diag-
nóstico y curación.
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• La continuidad de las fiestas populares que signi-
fican identidad y pertenencia.

• El uso y conservación de las vestimentas tradicio-
nales que reafirman la identidad de cada comuni-
dad.

• La práctica de juegos populares relacionados con
valores, creencias y tradiciones locales.

En este sentido, la UNESCO resalta la importancia de
los portadores culturales, como aquellos “custodios de
la memoria viva del pueblo, que mediante la práctica
constante asumen la responsabilidad de heredar sus sa-
beres tradicionales, al tiempo de evitar su desapari-
ción”6.

Por ello, es pertinente mencionar que su preservación
no debe ser una tarea que corresponda únicamente a
las personas que viven dentro de todas estas manifes-
taciones culturales, sino que también debe ser tarea de
las instituciones. Es decir, la cultura debe ser preser-
vada no sólo desde la institución hacia la comunidad,
sino que también debe ser planteada y reconocida des-
de las propias comunidades para hacer llegar sus pro-
pios conocimientos hacia las instituciones.

De esta manera, no sólo se garantiza una mayor efec-
tividad en el proceso de preservación, sino también un
acompañamiento, cuidado y protección responsable
para con las personas portadoras.

Entre los avances, la propia legislación mexicana re-
conoce, en diferentes preceptos, la importancia de
nuestra riqueza y patrimonio cultural material e inma-
terial. En primera instancia, se encuentra la Ley Gene-
ral de Cultura y Derechos Culturales, misma que esta-
blece como uno de sus objetivos “promover y respetar
la continuidad y el conocimiento de la cultura del país
en todas sus manifestaciones y expresiones”.

De igual manera, el artículo 15 de la propia ley esta-
blece que las autoridades de los distintos órdenes de
gobierno desarrollarán acciones para “investigar, con-
servar, proteger, fomentar, formar, enriquecer y difun-
dir el patrimonio cultural inmaterial, favoreciendo la
dignificación y respeto de las manifestaciones de las
culturas originarias, mediante su investigación, difu-
sión, estudio y conocimiento.”

Por su parte, el artículo 37 reconoce la participación
corresponsable de la sociedad, así como de los pueblos
y comunidades indígenas y afromexicanas, en la pla-
neación y evaluación de la política pública en materia
cultural.

Lo anterior demuestra que existe un marco jurídico
que reconoce la importancia de la conservación del pa-
trimonio cultural y de la participación comunitaria.
Sin embargo, precisamente a partir de ese reconoci-
miento surge la oportunidad de fortalecer el vínculo
entre ambos elementos, haciendo explícita la partici-
pación de quienes poseen y mantienen los conoci-
mientos, prácticas y expresiones que constituyen patri-
monio cultural inmaterial dentro de las acciones
destinadas a su preservación, fortalecimiento y trans-
misión.

La presente propuesta no pretende sustituir los meca-
nismos existentes, crear nuevas estructuras adminis-
trativas ni establecer una obligación que desconozca
las particularidades de cada comunidad. Tampoco bus-
ca determinar desde las instituciones qué expresiones
deben considerarse valiosas o quién puede atribuirse
unilateralmente la calidad de portador. Por el contra-
rio, parte del respeto a la diversidad cultural, a la par-
ticipación comunitaria y, tratándose de pueblos y co-
munidades indígenas y afromexicanas, a su libre
determinación y autonomía.

De todo lo antes expuesto, se propone que, dentro de
las acciones de salvaguardia que ya contempla la le-
gislación, exista un reconocimiento expreso de la
participación de aquellas personas que mantienen vi-
vos los conocimientos, prácticas y expresiones cultu-
rales. Esto permitiría fortalecer una política cultural
que no solamente observe el patrimonio desde una
perspectiva institucional, sino que considere la expe-
riencia y participación de quienes lo practican coti-
dianamente.

La pertinencia de esta propuesta adquiere mayor rele-
vancia cuando se considera que las expresiones cultu-
rales pueden encontrarse expuestas a transformaciones
sociales, migración, cambios en los modos de vida,
pérdida lingüística, falta de relevo generacional o dis-
minución de los espacios comunitarios en los que tra-
dicionalmente se transmitían determinados conoci-
mientos. No todas estas circunstancias implican
necesariamente la desaparición inmediata de una ma-
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nifestación cultural, pero sí pueden generar condicio-
nes que dificulten su continuidad.

Por ello, la salvaguardia debe ser entendida como una
acción preventiva y no únicamente como una respues-
ta frente a una manifestación cultural que ya se en-
cuentra en riesgo. La UNESCO ha precisado que sal-
vaguardar el patrimonio cultural inmaterial significa
garantizar su viabilidad y que las medidas pueden
comprender su identificación, documentación, investi-
gación, preservación, protección, promoción, valori-
zación, transmisión y revitalización. En consecuencia,
la transmisión y participación de quienes mantienen
estos conocimientos forman parte de una visión inte-
gral de salvaguardia.

Desde esta perspectiva, reconocer la participación de
las personas portadoras también significa reconocer el
valor del conocimiento que poseen. No se trata única-
mente de proteger una técnica, una lengua, una cele-
bración o una práctica, sino de reconocer que detrás de
ellas existe una memoria colectiva construida durante
generaciones.

Y frente a un escenario con un país que enfrenta una
deuda histórica con nuestras raíces y comunidades in-
dígenas y afromexicanas, la presidenta Claudia Shein-
baum ha anunciado que próximamente estará presen-
tando de manera formal el proyecto de la primera Ley
General de Derechos de los Pueblos Indígenas y Afro-
mexicanos. Misma que actualmente, se encuentra en
una etapa de consulta, mediante mesas de trabajo que
se encargará de escuchar todas las voces.

Esta acción es el claro ejemplo de la importancia de no
sólo pensar y crear leyes desde el interior de una insti-
tución, sino con el entendimiento, profundidad y con-
ciencia sobre la representación de estas manifestacio-
nes inmateriales.

Una vez citados estos ejemplos, y bajo el entendido de
la importancia del reconocimiento de la conservación
del patrimonio cultural y de la participación comunita-
ria, es aquí donde emerge una nueva área de oportuni-
dad que pretende atender la presente propuesta, pues
es debido fortalecer este vínculo, en donde la partici-
pación sea clave para la conservación del patrimonio
cultural, para así fortalecer no sólo su preservación,
sino también su transmisión a futuras generaciones.

En este sentido, una vez revisados los preceptos jurí-
dicos y constitucionales existentes en el marco mexi-
cano, resulta importante resaltar que la presente inicia-
tiva no busca generar zonas de sobrerregulación o
crear estructuras administrativas, ni mucho menos es-
tablecer obligaciones que afecten las particularidades
y características propias de cada comunidad, sino for-
talecer el respeto a toda la diversidad cultural que exis-
te en nuestro país, mediante el fortalecimiento de la
participación comunitaria, siempre bajo el entendido
de respetar su libre determinación y autonomía.

Además, parte de la motivación de esta propuesta des-
cansa en recordar nuestro contexto, pero también en-
tender que la presente actúa como un mecanismo de
prevención ante las constantes variantes sociales, cul-
turales, económicas y hasta políticas. Porque las cir-
cunstancias que hoy están latentes en nuestro país muy
posiblemente no representan los mismos retos que ha-
ce unos años y, por supuesto, tampoco los de futuros
años. Esto implica que las condiciones no siempre se-
rán las mismas y habrá momentos en los que se difi-
culte su continuidad.

Por ello, el cuidado y preservación de aquellas mani-
festaciones culturales que viven en las personas porta-
doras deben encontrar medidas de salvaguarda que ac-
túen como una acción preventiva que garantice su
debida preservación, dignificación y valorización.

Desde esa perspectiva, adquiere mayor sentido esta
propuesta. Sus alcances no comprenden únicamente la
protección de una técnica, una lengua o alguna tradi-
ción, sino que se plantean desde el reconocimiento de
todas aquellas personas que han conformado nuestra
memoria colectiva, construida desde los inicios de
nuestro México.

Por citar un ejemplo, en Yucatán, la cultura maya, si
bien es reconocida no sólo a nivel nacional, sino tam-
bién internacional, el día de hoy mantiene vivas sus
expresiones culturales que pueden ser observadas en-
tre sus habitantes, pues su riqueza cultural no sólo se
limita a la preservación de las imponentes zonas ar-
queológicas, sino a las actividades que llenan de color
y vida a este estado, como expresiones lingüísticas
usadas de manera cotidiana, con raíces provenientes
de la lengua maya, o sus conocimientos relacionados
con la naturaleza, o qué decir de sus particulares téc-
nicas artesanales y, por supuesto, de su amplia y dis-
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tinguida gastronomía. Son diversas e incontables las
formas de comprender y relacionarse con la cultura
maya.

Y este es tan sólo un pequeño ejemplo de la grandeza
que representa reconocer y preservar este patrimonio
cultural inmaterial, que depende en buena medida de
las personas que lo portan.

En ese orden de ideas, queda sentada una razón adi-
cional para analizar con seriedad esta propuesta, bus-
cando no sólo fortalecer la legislación, sino convertir a
las personas portadoras de estos conocimientos en par-
ticipantes activas y reconocidas, para materializar esta
iniciativa en acciones encaminadas a su salvaguarda y
al aseguramiento de su preservación.

Por todo lo anteriormente expuesto, la presente inicia-
tiva reitera su intención de contribuir, a través de ac-
ciones concretas, al fortalecimiento de la política cul-
tural del Estado mexicano, que abone a la preservación
de aquellas manifestaciones culturales que descansan
en las personas y comunidades que hacen posible su
preservación o conservación a través del tiempo.

A efecto de lograr una mejor comprensión, se expone
el cuadro comparativo, el texto vigente y las adiciones
correspondientes:

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto
de

Decreto por el que se adiciona la fracción XII del
artículo 12 de la Ley General de Cultura y Dere-
chos Culturales.

Único. Se adiciona la fracción XII al artículo 12 de la
Ley General de Cultura y Derechos Culturales, para
quedar como sigue:

Artículo 12.- Para garantizar el ejercicio de los dere-
chos culturales, la Federación, las entidades federati-
vas, los municipios y las alcaldías de la Ciudad de Mé-
xico, en el ámbito de su competencia, deberán
establecer acciones que fomenten y promuevan los si-
guientes aspectos:

I. a XI. …

XII. La participación de las personas que sean
portadoras de conocimientos, prácticas y expresio-
nes que constituyan patrimonio cultural inmate-
rial, en las acciones destinadas a su preservación,
fortalecimiento y transmisión, con pleno respeto a
los derechos y a la participación de las comunida-
des y pueblos originarios correspondientes.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las autoridades competentes, en el ámbito
de sus atribuciones, implementarán las acciones nece-
sarias para la aplicación del presente Decreto, con car-
go a los recursos que tengan asignados y de conformi-
dad con las disposiciones jurídicas y presupuestarias
aplicables.

Notas

1 Estadísticas a propósito del Día Internacional de los Pueblos In-
dígenas. (2025, 6 agosto). inegi.org.mx.
https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposi-
to/2025/EAP_PuebIndig_25.PDF

2 Ídem.

3 El texto de la Convención para la Salvaguardia del Patrimonio
Cultural Inmaterial - UNESCO Patrimonio cultural inmaterial. (s.
f.). https://ich.unesco.org/es/convenci%C3%B3n

Miércoles 7 de octubre de 2026 Gaceta Parlamentaria27



4 Ídem.

5 Programa de Patrimonio Cultural Inmaterial y Diversidad Cultu-
ral. (s. f.). Gobierno de México, Secretaría de Cultura. Recupera-
do 10 de agosto de 2026, de
https://culturaspopulareseindigenas.gob.mx/index.php/proyec-
tos?start=10

6 Living Human Treasures: a former programme of UNESCO.
(2026). Patrimonio Cultural Inmaterial.
https://ich.unesco.org/es/tesoros-humanos-vivos

Dado en el salón de sesiones de la 
Cámara de Diputados, a 7 de octubre de 2026.

Diputado Óscar Iván Brito Zapata (rúbrica)

DE DECRETO POR EL QUE SE DECLARA EL 29 DE DICIEM-
BRE DE CADA AÑO “DÍA NACIONAL DE LA SOBERANÍA
ENERGÉTICA”, A CARGO DEL DIPUTADO ANTONIO LOREN-
ZO CASTRO VILLARREAL, DEL GRUPO PARLAMENTARIO
DE MORENA

El que suscribe, diputado Antonio Lorenzo Castro
Villarreal, integrante del Grupo Parlamentario de Mo-
rena en la LXVI Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, nume-
ral 1; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta soberanía la pre-
sente Iniciativa con proyecto de decreto por el que se
declara el 29 de diciembre de cada año como el “Día
Nacional de la Soberanía Energética”, al tenor de la si-
guiente:

Exposición de Motivos

La tarde del 27 de septiembre de 1960, miles de traba-
jadoras y trabajadores del sector eléctrico se congre-
garon en las instalaciones de la entonces Compañía
Mexicana de Luz y Fuerza Motriz, sobre la Calzada de
Melchor Ocampo, para presenciar cómo el secretario
de Hacienda, Antonio Ortiz Mena, tomaba posesión
del inmueble e izaba ahí la Bandera Nacional. De ese
lugar, la multitud marchó jubilosa hacia el Zócalo ca-
pitalino, donde los líderes sindicales invitaron al presi-
dente Adolfo López Mateos a izar también la bandera
frente a Palacio Nacional, entre vivas, aplausos y las
notas de la Marcha de Zacatecas que interpretaban de-
cenas de organilleros congregados en la plaza1.Esa
tarde de fiesta popular selló, en los hechos, la nacio-
nalización de la industria eléctrica mexicana.

Hasta entonces, el servicio eléctrico había estado en
manos de compañías extranjeras que operaban en el
país desde el porfiriato, entre ellas The Mexican Light
and Power Company, de capital canadiense, dueña de
la red del centro del país, y la American and Foreign
Power Company, filial estadounidense de la Electric
Bond and Share, que controlaba tres sistemas interco-
nectados en el norte. Estas empresas privilegiaron sis-
temáticamente la ganancia inmediata sobre la inver-
sión productiva, de modo que hacia 1960 apenas el 44
por ciento de la población mexicana tenía acceso a
electricidad, mientras el resto del país, sobre todo en el
campo, permanecía en la penumbra, alumbrado con
velas y quinqués de petróleo2. Puertas adentro de las
propias empresas, la situación era igualmente grave,
los trabajadores electricistas enfrentaban represión
sindical, despidos injustificados, condiciones insalu-
bres y hasta la obligación de costear con su propio sa-
lario las herramientas de trabajo3.

El gobierno del presidente Adolfo López Mateos ini-
ció en abril de 1960 las negociaciones para adquirir los
activos de estas compañías, apoyado en el Banco de
México y en una red de bancos internacionales que in-
cluyó al Barclays Bank de Londres y al Canadian
Bank of Commerce de Toronto. El 1 de septiembre de
ese año, el presidente informó al Congreso de la Unión
que el Estado mexicano había adquirido el 91 por
ciento de las acciones comunes y el 73 por ciento de
las acciones preferentes de la principal empresa del
centro del país, y anunció la reforma al artículo 27
constitucional que pondría fin a las concesiones eléc-

Gaceta Parlamentaria Miércoles 7 de octubre de 202628



tricas otorgadas a particulares4. El costo total de la
operación, cercano a 52 millones de dólares por el 90
por ciento de las acciones de las grandes compañías
extranjeras, resultó modesto frente al valor estratégico
que la nación recuperaba, el control pleno sobre un
servicio del que dependía ya, por entonces, buena par-
te de la vida productiva del país5.

El proceso encontró su culminación jurídica el 29 de
diciembre de 1960, con la publicación del decreto que
adicionó el párrafo sexto al artículo 27 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, para
establecer que corresponde exclusivamente a la nación
generar, conducir, transformar, distribuir y abastecer la
energía eléctrica destinada al servicio público6. La na-
cionalización de 1960 tuvo antecedentes claros, vein-
titrés años antes, en 1937, el presidente Lázaro Cárde-
nas había creado la Comisión Federal de Electricidad7,
organismo que hacia 1960 generaba ya más de la mi-
tad de la capacidad instalada del país y que sentó las
bases técnicas e institucionales sobre las que se cons-
truyó la soberanía eléctrica plena8.

Se propone honrar precisamente el 29 de diciembre, y
no el 1 o el 27 de septiembre, fechas ya vinculadas a
otras conmemoraciones de honda significación cívica
en el calendario nacional, porque fue ese día cuando la
nacionalización dejó de ser un acto de gobierno para
convertirse en mandato constitucional permanente, la
garantía de que ningún gobierno futuro pudiera rever-
tir por decreto lo que la nación había conquistado.
Honrar esta fecha significa reconocer que la soberanía
energética constituye una tarea continua del Estado
mexicano, que cada generación debe actualizar y de-
fender conforme a las circunstancias de su tiempo.

El fruto de aquella decisión es hoy tangible, de un pa-
ís donde en 1960 apenas 44 de cada 100 mexicanos
contaban con electricidad, México ha alcanzado una
cobertura eléctrica nacional de 99.85 por ciento, equi-
valente a cerca de 50 millones de usuarios conectados
a la red del servicio público9. Esa transformación, que
llevó luz eléctrica a los rincones más apartados del te-
rritorio nacional, impulsó la industrialización del país,
la mecanización del campo y la electrificación de es-
cuelas, hospitales y viviendas, y fue posible precisa-
mente porque el Estado sustituyó a empresas privadas
orientadas a la ganancia inmediata por un régimen de
propiedad pública orientado al desarrollo nacional.

Esa misma vocación de soberanía anima el proyecto
energético actual de la nación. La reforma constitucio-
nal en materia de áreas y empresas estratégicas, publi-
cada el 31 de octubre de 2024, consolidó a Petróleos
Mexicanos y a la Comisión Federal de Electricidad co-
mo empresas públicas del Estado10, y las leyes secun-
darias publicadas el 18 de marzo de 2025, entre ellas
la Ley de Planeación y Transición Energética y la Ley
de la Comisión Nacional de Energía, dan cuerpo insti-
tucional a los principios de soberanía, seguridad, auto-
suficiencia y justicia energéticas que hoy orientan la
política pública del sector11.

Esta conmemoración ofrece un espacio propio en el
calendario cívico nacional, distinto de otras efeméri-
des ya consagradas y vinculadas al ámbito energético,
y permite reconocer de manera integral tanto la gesta
histórica de la nacionalización eléctrica como la vi-
gencia actual del proyecto de soberanía energética de
la nación.

Se propone que la Secretaría de Energía, en coordi-
nación con Petróleos Mexicanos y la Comisión Fe-
deral de Electricidad, articule anualmente un progra-
ma de actos conmemorativos y actividades de
difusión sobre la importancia estratégica de la ener-
gía para la nación, dando contenido formativo y or-
ganizativo a la fecha.

Honrar el 29 de diciembre como Día Nacional de la
Soberanía Energética es reafirmar que la escena vivi-
da en el Zócalo aquella tarde de 1960, el pueblo mexi-
cano izando la bandera sobre las empresas que antes
explotaban sus recursos, sigue siendo hoy, más de se-
senta años después, el símbolo más elocuente de lo
que la nación es capaz de construir cuando decide que
su energía le pertenece.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a
la consideración de esta soberanía la siguiente iniciati-
va con proyecto de:

Decreto por el que se declara el 29 de diciembre de
cada año como el “Día Nacional de la Soberanía
Energética”

Artículo Único. Se declara el 29 de diciembre de ca-
da año como el “Día Nacional de la Soberanía Ener-
gética”.
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Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Secretaría de Energía, en coordinación
con Petróleos Mexicanos y la Comisión Federal de
Electricidad, articulará, dentro de los 180 días natura-
les siguientes a la entrada en vigor del presente decre-
to y anualmente en los años subsecuentes en las sema-
nas previas al 29 de diciembre, un Programa Nacional
de Soberanía Energética, que incluirá actos conmemo-
rativos y actividades de difusión sobre la importancia
estratégica de la energía para la nación.

Tercero. La implementación del presente decreto se
realizará de manera progresiva y no representará ero-
gación adicional al presupuesto autorizado a las de-
pendencias involucradas, las cuales lo atenderán con
los recursos humanos y materiales con que actualmen-
te cuentan.

Notas

1 Memoria Política de México, “Inicia el proceso de nacionaliza-
ción de la industria eléctrica”, 27 de septiembre de 1960. Disponi-
ble en: https://memoriapoliticademexico.org/Efemeri-
des/9/27091960.html

2 José Antonio Almazán González, “La nacionalización de la in-
dustria eléctrica en México y su significado actual”, Regeneración,
2018. Disponible en: https://regeneracion.mx/la-nacionalizacion-
de-la-industria-electrica-en-mexico-y-su-significado-actual/

3 Memoria Política de México, “Inicia el proceso de nacionaliza-
ción de la industria eléctrica”, 27 de septiembre de 1960. Disponi-
ble en: https://memoriapoliticademexico.org/Efemeri-
des/9/27091960.html

4 México Desconocido, “Adolfo López Mateos y la nacionaliza-
ción de la industria eléctrica de México”, 2022. Disponible en:
https://www.mexicodesconocido.com.mx/adolfo-lopez-mateos-y-
la-nacionalizacion-de-la-industria-electrica-de-mexico.html

5 Memoria Política de México, “Inicia el proceso de nacionaliza-
ción de la industria eléctrica”, 27 de septiembre de 1960. Disponi-
ble en: https://memoriapoliticademexico.org/Efemeri-
des/9/27091960.html

6 Memoria Política de México, “Discurso de Adolfo López Mate-
os sobre la nacionalización de la industria eléctrica”, 27 de sep-
tiembre de 1960. Disponible en: https://www.memoriapoliticade-
mexico.org/Textos/6Revolucion/1960DAL.html

7 Memórica México, “Industria Eléctrica – Compañías de Luz”,
Secretaría de Cultura. Disponible en:
https://memoricamexico.gob.mx/es/memorica/temas?ctId=3&cId
=M2JlZDczMDctZDg3OS00OWZiLWI1ODMtN2MyYWI5NThj
YWE5&cd=false

8 José Antonio Almazán González, “La nacionalización de la in-
dustria eléctrica en México y su significado actual”, Regeneración,
2018. Disponible en: https://regeneracion.mx/la-nacionalizacion-
de-la-industria-electrica-en-mexico-y-su-significado-actual/

9 Contralínea, “CFE proyecta cobertura eléctrica de 99.99% en
2028”, 2026. Disponible en:
https://contralinea.com.mx/interno/semana/cfe-proyecta-cobertu-
ra-electrica-de-99-99-en-2028/

10 Alcaldes de México, “Soberanía energética, el objetivo”, 2024.
Disponible en: https://www.alcaldesdemexico.com/revista/alcal-
des-de-mexico/soberania-energetica-el-objetivo/

11 Notilegis, “Publica DOF leyes secundarias de la reforma cons-
titucional en materia energética”, Cámara de Diputados, 18 de
marzo de 2025. Disponible en: https://comunicacionsocial.diputa-
dos.gob.mx/index.php/notilegis/publica-dof-leyes-secundarias-de-
la-reforma-constitucional-en-materia-energetica

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
Ciudad de México, a 7 de octubre de 2026.

Diputado Antonio Lorenzo Castro Villarreal (rúbrica)
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QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 2O. Y 3O. DE LA LEY DE
AYUDA ALIMENTARIA PARA LOS TRABAJADORES, PARA
INCORPORAR EXPRESAMENTE A LAS PERSONAS TRABAJA-
DORAS DEL HOGAR COMO SUJETOS DEL DERECHO A LA
AYUDA ALIMENTARIA, A CARGO DEL DIPUTADO ANTONIO
LORENZO CASTRO VILLARREAL, DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO DE MORENA

El que suscribe, diputado Antonio Lorenzo Castro
Villarreal, integrante del Grupo Parlamentario de Mo-
rena en la LXVI Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, nume-
ral 1; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta soberanía la pre-
sente Iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforman los artículos 2o. y 3o. de la Ley de Ayuda
Alimentaria para los Trabajadores, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

El Humanismo mexicano que orienta a la Cuarta
Transformación reconoce en el trabajo de cuidados
una de las columnas invisibles sobre las que se sostie-
ne la vida social y económica del país. Las personas
trabajadoras del hogar, en su inmensa mayoría muje-
res, muchas de ellas indígenas y migrantes internas,
han cocinado, limpiado y cuidado a las familias mexi-
canas durante generaciones, y sin embargo su labor
fue relegada por décadas a un régimen de menores de-
rechos frente al resto de la clase trabajadora.

Esa historia comenzó a corregirse en 2019, cuando el
Congreso de la Unión reformó la Ley Federal del Tra-
bajo para dotar a las personas trabajadoras del hogar
de derechos plenos, entre ellos el descanso semanal,
las vacaciones y el aguinaldo en los mismos términos
que el resto de las personas trabajadoras. Ese mismo
año, la Suprema Corte de Justicia de la Nación resol-
vió que la afiliación de estas trabajadoras al Instituto
Mexicano del Seguro Social no podía quedar como
una opción del patrón, sino que debía ser obligatoria,
decisión que en 2020 se acompañó de la ratificación
por parte de México del Convenio 189 de la Organi-
zación Internacional del Trabajo sobre las Trabajado-
ras y los Trabajadores Domésticos. Cada uno de estos
pasos ha ido cerrando la brecha histórica de discrimi-
nación que rodeó a este sector.

Desde la reforma de 2019, las personas trabajadoras
del hogar quedaron comprendidas en el apartado A del
artículo 123 constitucional, por lo que, en estricto sen-
tido, ya están incluidas en la definición de trabajado-
res que emplea el artículo 2o. de la Ley de Ayuda Ali-
mentaria para los Trabajadores. En la práctica, sin
embargo, esa inclusión pasa inadvertida para la mayo-
ría de los empleadores, pues las modalidades previstas
en la Ley, pensadas en comedores, restaurantes y vales
para centros de trabajo colectivos, no contemplan que
el centro de trabajo sea el propio domicilio particular,
ni que una misma trabajadora preste sus servicios por
día a distintos hogares.

A ello se suma que, tratándose de personas trabajado-
ras del hogar de planta, la Ley Federal del Trabajo ya
les reconoce el derecho a recibir alimentación como
parte de sus condiciones de trabajo, por lo que resulta
necesario precisar que el beneficio de la presente Ley
se suma a ese derecho laboral y en ningún caso lo sus-
tituye, evitando así que algún empleador pretenda
cumplir con su obligación laboral mediante vales de
despensa en lugar de alimentos reales.

Por ello, la presente iniciativa propone reformar el
artículo 2o. de la Ley para nombrar de manera explí-
cita a las personas trabajadoras del hogar entre los
sujetos del derecho a la ayuda alimentaria, con inde-
pendencia de que presten sus servicios de planta o
por día a una o varias personas empleadoras, y refor-
mar el artículo 3o. para precisar la relación entre es-
te beneficio y los derechos laborales ya reconocidos
en la Ley Federal del Trabajo, así como la manera en
que puede otorgarse cuando existen varias personas
empleadoras.

Esta reforma abona al proyecto de nación que impulsa
la Cuarta Transformación, una patria que dignifica el
trabajo de cuidados y avanza hacia la igualdad sustan-
tiva, reconociendo en cada trabajadora del hogar a una
persona sujeta de derechos plenos.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a
la consideración de esta soberanía la siguiente iniciati-
va con proyecto de:

Decreto por el que se reforman los artículos 2o. y
3o. de la Ley de Ayuda Alimentaria para los Traba-
jadores
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Artículo Único. Se reforman la fracción IV del artícu-
lo 2o. y el artículo 3o. de la Ley de Ayuda Alimentaria
para los Trabajadores, para quedar como sigue:

Artículo 2o. Para efectos de la presente ley se enten-
derá por:

I. Dieta correcta. Aquella que es completa, equili-
brada, saludable, suficiente, variada y adecuada, en
términos de las disposiciones que al efecto expida
la Secretaría de Salud;

II. Normas. A las normas oficiales mexicanas;

III. Secretaría. A la Secretaría del Trabajo y Previ-
sión Social;

IV. Trabajadores. A los hombres y mujeres que
prestan a una persona física o moral un trabajo
personal subordinado, cuyas relaciones labora-
les se encuentren comprendidas en el apartado A
del artículo 123 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, quedando compren-
didas las personas trabajadoras del hogar a que
se refiere el Capítulo XIII del Título Sexto de la
Ley Federal del Trabajo, con independencia de
que presten sus servicios de planta o por día a
una o varias personas empleadoras.

Artículo 3o. Los patrones podrán optar, de manera vo-
luntaria o concertada, por otorgar a sus trabajadores
ayuda alimentaria en alguna de las modalidades esta-
blecidas en esta Ley o mediante combinaciones de és-
tas.

Se entenderá que un patrón ha optado concertadamen-
te por otorgar ayuda alimentaria, cuando ese beneficio
quede incorporado en un contrato colectivo de trabajo.

Tratándose de personas trabajadoras del hogar
que presten sus servicios de planta, la ayuda ali-
mentaria prevista en esta Ley será adicional a la
alimentación que les corresponde conforme a las
disposiciones del Título Sexto, Capítulo XIII, de la
Ley Federal del Trabajo, y en ningún caso podrá
sustituirla. Tratándose de personas trabajadoras
del hogar que presten sus servicios por día a una o
varias personas empleadoras, cada una de éstas po-
drá otorgar la ayuda alimentaria de manera pro-
porcional a los días efectivamente laborados.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Secretaría del Trabajo y Previsión So-
cial, en coordinación con el Instituto Mexicano del Se-
guro Social y la Secretaría de las Mujeres, contará con
un plazo de ciento ochenta días naturales, contados a
partir de la entrada en vigor del presente decreto, para
difundir una guía dirigida a las personas empleadoras
del hogar sobre las modalidades de ayuda alimentaria
aplicables conforme a esta ley.

Tercero. Las erogaciones que deriven de la imple-
mentación del presente decreto se cubrirán con cargo
al presupuesto aprobado a las dependencias involucra-
das para el ejercicio fiscal correspondiente, por lo que
no se autorizarán recursos adicionales para tales efec-
tos.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
Ciudad de México, a 7 de octubre de 2026.

Diputado Antonio Lorenzo Castro Villarreal (rúbrica)

DE DECRETO PARA INSCRIBIR CON LETRAS DE ORO EL
NOMBRE DE DAVID G. BERLANGA EN EL MURO DE HO-
NOR DEL SALÓN DE SESIONES DE LA CÁMARA DE DIPU-
TADOS, A CARGO DEL DIPUTADO ANTONIO LORENZO CAS-
TRO VILLARREAL, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE
MORENA

El que suscribe, diputado Antonio Lorenzo Castro
Villarreal, integrante del Grupo Parlamentario de Mo-
rena en la LXVI Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, nume-
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ral 1; 77; 78 y 158, numeral 1, fracción XXII, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, y de conformi-
dad con los Criterios para las Inscripciones de Honor
en la Cámara de Diputados, publicados en el Diario
Oficial de la Federación el 3 de octubre de 2010, so-
mete a consideración de esta soberanía la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto para inscribir con
letras de oro el nombre de David G. Berlanga en el
Muro de Honor del salón de sesiones del Palacio
Legislativo de San Lázaro, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El artículo 5o. de los Criterios para las Inscripciones
de Honor en la Cámara de Diputados establece que la
Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Par-
lamentarias debe valorar los méritos, virtudes, grado
de eminencia, aportaciones y servicios a la patria de
las personas propuestas para esta distinción. La vida
breve pero intensa de David G. Berlanga, educador y
revolucionario coahuilense, reúne esos elementos de
manera singular, pues entregó su talento a la reforma
educativa del país y, finalmente, su vida a la defensa
de la honestidad y del Estado de derecho en uno de los
momentos más convulsos de la Revolución mexicana.

David Berlanga Guerrero nació el 22 de julio de 1884
en la Villa de Arteaga, cercana a Saltillo, Coahuila.
Cursó sus primeros estudios en la Escuela Normal del
Estado de Coahuila y, posteriormente, en la Escuela
Normal de la Ciudad de México, donde se tituló como
profesor. Su desempeño académico le valió una beca
de la Secretaría de Instrucción Pública y Bellas Artes
para especializarse en psicología educativa en las uni-
versidades de Berlín, Leipzig y Estrasburgo, así como
en la Sorbona de París, formación que lo colocó entre
los pedagogos mejor preparados de su generación.

Al triunfo del movimiento maderista, Berlanga regre-
só a México para poner ese conocimiento al servicio
directo de la nación. Como director general de Educa-
ción Primaria y Normal del estado de San Luis Potosí,
entre 1911 y 1913, impulsó una profunda reforma es-
colar, creó el Consejo de Educación del estado, insti-
tuyó las jubilaciones para el magisterio y los comedo-
res escolares para la niñez, fundó bibliotecas y campos
deportivos en las escuelas, promovió la construcción
de nuevos planteles y publicó una revista pedagógica
para difundir estas ideas. Su labor representa una de
las primeras aportaciones sistemáticas de la Revolu-

ción mexicana en materia de política educativa, años
antes de que estos principios se consagraran en el artí-
culo 3o. de la Constitución de 1917.

El golpe de Estado de Victoriano Huerta en 1913 inte-
rrumpió esa labor y obligó a Berlanga, junto con el go-
bernador potosino Rafael Cepeda, a salir al exilio. Su
compromiso con la causa constitucionalista lo llevó de
vuelta al servicio público como secretario de Gobier-
no del estado de Aguascalientes en 1914, donde redac-
tó una nueva ley de reforma escolar, y posteriormente
como delegado a la Soberana Convención Revolucio-
naria de Aguascalientes, en representación del gober-
nador Alberto D. Fuentes Dávila, donde también se
desempeñó como secretario de la mesa de debates.

En ese foro decisivo para el futuro del país, Berlanga
destacó por la independencia de su criterio y por su
disposición a señalar los abusos y la corrupción, vinie-
sen de donde viniesen, en un momento en que la frag-
mentación revolucionaria hacía extremadamente ries-
goso hacerlo. Cuando las fuerzas convencionistas
ocuparon la Ciudad de México a finales de 1914, de-
nunció públicamente los saqueos y los excesos come-
tidos contra la población civil, sin que le importara que
esa denuncia lo enfrentara con hombres que entonces
concentraban un poder militar absoluto. Por negarse a
guardar silencio ante la impunidad y por desconocer la
autoridad que Francisco Villa pretendía ejercer sin
control, David Berlanga fue aprehendido y fusilado en
el Panteón de Dolores de la Ciudad de México, por ór-
denes de Villa y a manos de Rodolfo Fierro, el 8 de di-
ciembre de 1914, a los treinta años de edad.

La aportación de David Berlanga a la patria puede le-
erse en dos planos que se refuerzan entre sí. En el edu-
cativo, sentó bases concretas de bienestar y profesio-
nalización magisterial que anticiparon el proyecto
educativo posrevolucionario. En el cívico, pagó con su
vida el ejercicio de una conciencia moral que se negó
a subordinar la honestidad pública a la conveniencia
de cualquier facción armada, en un episodio que la his-
toriografía recuerda como uno de los primeros márti-
res civiles de la lucha contra la corrupción y el autori-
tarismo dentro del propio movimiento revolucionario.
Inscribir su nombre en el Muro de Honor es reconocer
que la construcción de las instituciones mexicanas no
fue obra exclusiva de los grandes caudillos militares,
sino también de ciudadanos como él, dispuestos a de-
cir la verdad al poder aun al precio de su vida.

Miércoles 7 de octubre de 2026 Gaceta Parlamentaria33



Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a
la consideración de esta soberanía la siguiente iniciati-
va con proyecto de

Decreto para inscribir con letras de oro el nombre
de David G. Berlanga en el Muro de Honor del sa-
lón de sesiones de la Cámara de Diputados

Artículo Único

Inscríbase con letras de oro el nombre de David G.
Berlanga en el Muro de Honor del salón de sesiones
del Palacio Legislativo de San Lázaro.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Mesa Directiva de la Cámara de Diputa-
dos, en coordinación con la Comisión de Régimen,
Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, determinará
la fecha y el espacio correspondientes, y organizará
una sesión solemne para develar la inscripción a que
se refiere el presente decreto.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
Ciudad de México, a 7 de octubre de 2026.

Diputado Antonio Lorenzo Castro Villarreal (rúbrica)

DE DECRETO PARA INSCRIBIR CON LETRAS DE ORO EL
NOMBRE DE JUAN ANTONIO DE LA FUENTE EN EL MURO
DE HONOR DEL SALÓN DE SESIONES DE LA CÁMARA DE
DIPUTADOS, A CARGO DEL DIPUTADO ANTONIO LORENZO
CASTRO VILLARREAL, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE
MORENA

El que suscribe, diputado Antonio Lorenzo Castro
Villarreal, integrante del Grupo Parlamentario de Mo-

rena en la LXVI Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, nume-
ral 1; 77; 78 y 158, numeral 1, fracción XXII, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, y de conformi-
dad con los Criterios para las Inscripciones de Honor
en la Cámara de Diputados, publicados en el Diario
Oficial de la Federación el 3 de octubre de 2010, so-
mete a consideración de esta soberanía la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto para inscribir con
letras de oro el nombre de Juan Antonio de la
Fuente en el Muro de Honor del salón de sesiones
del Palacio Legislativo de San Lázaro, al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

El Muro de Honor del salón de sesiones de la Cámara
de Diputados guarda, desde 1823, los nombres de
quienes con su vida y su trabajo contribuyeron de ma-
nera excepcional a la formación de la nación mexica-
na. El artículo 5o. de los Criterios para las Inscripcio-
nes de Honor en la Cámara de Diputados establece que
la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias debe valorar los méritos, virtudes, gra-
do de eminencia, aportaciones y servicios a la patria de
las personas propuestas para esta distinción. Pocas tra-
yectorias del siglo XIX satisfacen ese estándar con la
claridad con que lo hace la de Juan Antonio de la
Fuente, jurista, legislador y diplomático coahuilense
que puso su vida entera al servicio de la defensa de la
soberanía nacional.

Juan Antonio de la Fuente nació en Saltillo, Coahuila,
el 18 de febrero de 1814. Huérfano desde muy niño,
debió su formación al apoyo de tutores y protectores
que reconocieron su talento, y se recibió de abogado
en 1834. En 1840 fue electo diputado al Congreso de
la Unión por su Estado natal, cargo desde el cual ini-
ció una carrera parlamentaria distinguida por sus posi-
ciones liberales, que le costó el destierro decretado por
Antonio López de Santa Anna. Regresó a la vida pú-
blica como diputado al Congreso Constituyente de
1856 y 1857, donde participó en la elaboración de la
Constitución liberal que sentó las bases del Estado me-
xicano moderno.

Su carrera ministerial fue igualmente notable y estuvo
marcada por decisiones que beneficiaron directamente
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a la patria en momentos de extrema vulnerabilidad.
Fue secretario de Hacienda en el gabinete de Ignacio
Comonfort, y bajo la presidencia de Benito Juárez
ocupó las carteras de Justicia e Instrucción Pública,
Gobernación y Relaciones Exteriores. Desde esta últi-
ma responsabilidad, De la Fuente rechazó las preten-
siones territoriales y comerciales contenidas en el Tra-
tado McLane-Ocampo, que de haberse ratificado
habría comprometido de manera permanente la sobe-
ranía mexicana sobre parte de su territorio y de sus ví-
as de tránsito, y enfrentó con firmeza las protestas de
Francia e Inglaterra por la suspensión de pagos de la
deuda externa, sosteniendo ante las potencias europe-
as el derecho de México a decidir sobre sus propios re-
cursos.

El momento más trascendente de su servicio a la patria
llegó cuando Juárez lo designó ministro plenipotencia-
rio de México ante la corte de Napoleón III, en Fran-
cia, así como representante ante España y ante el Rei-
no Unido, entre 1861 y 1862. En París, De la Fuente
asumió personalmente la tarea de defender por la vía
diplomática la legitimidad y la soberanía de la Repú-
blica mexicana en las semanas previas al desembarco
de las tropas europeas en Veracruz, sosteniendo la po-
sición de su país ante uno de los imperios más pode-
rosos del mundo sin más respaldo que la razón jurídi-
ca y la dignidad nacional. De regreso al país, cuando
la diplomacia ya no bastaba para detener la guerra,
Juárez le encomendó una misión igualmente decisiva
para la causa nacional, la de organizar en Coahuila y
Nuevo León una liga de defensa contra la intervención
extranjera, tarea en la que comprometió su patrimonio
personal y su salud en favor de la República.

Juan Antonio de la Fuente fue además gobernador de
su estado natal en dos ocasiones, en 1864 y en 1867,
sosteniendo la autoridad republicana en el norte del
país precisamente en los años en que el Imperio pare-
cía más fuerte. Murió en Saltillo el 9 de junio de 1867,
apenas días antes de la caída definitiva del Imperio y
del triunfo final de la República que él mismo había
contribuido a defender, consumido por una enferme-
dad agravada por años de servicio público entregado
sin reservas a la causa nacional. Sus restos descansan
en la Rotonda de los Coahuilenses Ilustres, en su ciu-
dad natal.

Pocas biografías del siglo XIX mexicano concentran,
en una sola vida, aportaciones tan directas a la preser-

vación de la patria: la defensa parlamentaria del orden
constitucional liberal, el rechazo firme a un tratado
que habría comprometido el territorio nacional, la ges-
tión responsable de la deuda externa frente a potencias
dispuestas a cobrarla con las armas, la defensa diplo-
mática de la soberanía mexicana ante la corte que me-
ses después ordenaría la invasión, y finalmente la or-
ganización armada de la resistencia en su propia tierra,
al precio de su salud y, en última instancia, de su vida.
Honrar su nombre en el Muro de Honor es reconocer
que la independencia y la soberanía que hoy da por
sentadas la nación mexicana fueron, en 1862, una cau-
sa que unos cuantos mexicanos sostuvieron con su tra-
bajo, su patrimonio y su vida, y que Juan Antonio de
la Fuente estuvo entre los primeros de ellos.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a
la consideración de esta soberanía la siguiente iniciati-
va con proyecto de

Decreto para inscribir con letras de oro el nombre
de Juan Antonio de la Fuente en el Muro de Honor
del salón de sesiones de la Cámara de Diputados

Artículo Único.

Inscríbase con letras de oro el nombre de Juan Antonio
de la Fuente en el Muro de Honor del Salón de Sesio-
nes del Palacio Legislativo de San Lázaro.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Mesa Directiva de la Cámara de Diputa-
dos, en coordinación con la Comisión de Régimen,
Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, determinará
la fecha y el espacio correspondientes, y organizará
una sesión solemne para develar la inscripción a que
se refiere el presente decreto.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
Ciudad de México, a 7 de octubre de 2026.

Diputado Antonio Lorenzo Castro Villarreal (rúbrica)
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QUE ADICIONA UN PÁRRAFO PRIMERO Y REFORMA EL PÁ-
RRAFO SEGUNDO, RECORRIÉNDOSE LOS SUBSECUENTES,
DEL ARTÍCULO 52, DEROGA EL ARTÍCULO 52 BIS Y ADI-
CIONA UNA FRACCIÓN XX AL ARTÍCULO 87, TODOS DE LA
LEY DE AVIACIÓN CIVIL; ADICIONA UN SEGUNDO PÁRRA-
FO AL ARTÍCULO 43, RECORRIÉNDOSE LOS SUBSECUENTES,
REFORMA EL ARTÍCULO 128  Y UNA FRACCIÓN XII AL AR-
TÍCULO 128 TER DE LA LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL
CONSUMIDOR, EN MATERIA DE SOBREVENTA DE BOLETOS
EN TRANSPORTE AÉREO, A CARGO DE LA DIPUTADA ALMA
MARINA VITELA RODRÍGUEZ, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DE MORENA

La que suscribe, diputada Alma Marina Vitela Rodrí-
guez, integrante del Grupo Parlamentario de Morena
en la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara Diputados, somete a consideración de
esta asamblea la iniciativa con proyecto de decreto por
el que se adiciona un párrafo primero y se reforma el
párrafo segundo, recorriéndose los subsecuentes, del
artículo 52, se deroga el artículo 52 Bis y se adiciona
una fracción XX al artículo 87 todos de la Ley de
Aviación Civil; se adiciona un segundo párrafo al artí-
culo 43, recorriéndose los subsecuentes, se reforma el
artículo 128 y una fracción XII al artículo 128 Ter de
la Ley Federal de Protección al Consumidor, en mate-
ria sobreventa de boletos en transporte aéreo, al tenor
de la siguiente

Exposición de Motivos

Durante las temporadas vacacionales 2026 en México,
la Procuraduría Federal del Consumidor, registró múl-
tiples quejas por sobreventas de boletos. Alrededor de
2 mil 194 asesorías y 305 conciliaciones en beneficio
de los vacacionistas, con un monto recuperado de un
millón de pesos, la dependencia registró problemas de
abordaje, demoras, sobreventas y cobros indebidos.1

Lo anterior estima que en una temporada alta la sobre-
venta afecta a un promedio de seis a siete pasajeros por
vuelo a nivel general.

La práctica del sobre boletaje, “permite a las aerolíne-
as no perder dinero en un mercado competitivo y con
márgenes de ganancias ajustados”2. Sin embargo, la

práctica si afecta a las personas que compran boletos a
destinos con alta demanda o en periodo vacacional,
quienes en muchas ocasiones se quedan sin poder
abordar pese a tener un boleto.

Por ello, la presente iniciativa tiene como objeto pro-
hibir la sobreventa de boletos, reconocer el boleto co-
mo una garantía de viaje y seguir reconociendo las
compensaciones como un medio de reparación por po-
sibles fallas en el servicio de transporte aéreo.

Actualmente, la ley regula las compensaciones para
viajeros por retrasos, cancelaciones y sobreventa de
vuelos, sin embargo, esta compensación lejos debe es-
tar de ser la regla, por el contrario, debe ser la excep-
ción, respetando los itinerarios y el pago por un servi-
cio.

Por ello, la presente iniciativa, propone reformar la
Ley de Aviación Civil, específicamente el artículo 52
con el objeto de añadir un primer párrafo para prohibir
explícitamente la sobre venta de boletos, es decir la
expedición de boletos en exceso a la capacidad dispo-
nible de la aeronave, respetando el apartado que in-
demniza el derecho del pasajero con acciones como la
devolución de su dinero, la sustitución del vuelo y la
compensación del boleto. Lo anterior con el objetivo
de mantener la protección al ciudadano ante la empre-
sa.

Se propone derogar el artículo 52, ya que este artículo
actualmente regula el mecanismo con el que las aero-
líneas buscan “voluntarios” que cedan sus asientos a
cambio de beneficios. Lo que estaría fuera de armonía
con la intención de la presente iniciativa de prohibir la
sobreventa, es decir que el Estado no norme un proce-
dimiento amistoso para gestionarla, ya que regular los
“voluntarios” validaría indirectamente la existencia de
la práctica.

En concordancia con lo anterior, se propone derogar el
artículo 52 Bis, evitando una regulación contradictoria
en tanto que al establecer el que las empresas o conce-
sionarias de transporte aéreo se abstengan de vender
boletos en exceso, está de más establecer un procedi-
miento logístico para gestionar el exceso de pasaje que
se cataloga como conducta indebida. Mantener “vo-
luntarios” implica que el Estado asume y tolera pre-
ventivamente el incumplimiento de la norma de abs-
tención.
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Respecto de las sanciones, se propone reformar el ar-
tículo 87 referente a la actualización de multas, adi-
cionando una fracción específica para castigar la so-
breventa de forma económica con una multa de un mil
a cinco mil Unidades de Medida y Actualización.

También se propone reformar la Ley Federal del Con-
sumidor, en los artículos 43, 128 y 128 Ter.

En cuanto al artículo 43, se propone adicionar un se-
gundo párrafo para establecer que el proveedor no
puede negar la venta de bienes o servicios cuando los
tenga en existencia. Por lo que se adiciona un párrafo
para establecer que, en el transporte aéreo, la expedi-
ción de boleto constituye la acreditación jurídica de la
existencia y disponibilidad del servicio, quedando pro-
hibido simular disponibilidad mediante sobreventa.

La adición especifica el transporte aéreo de pasajeros.

El artículo 128, que cataloga los supuestos que consti-
tuyen violaciones particularmente graves a la ley y es-
tablece las multas más altas que la Profeco puede impo-
ner, reformamos el artículo para agregar el artículo 43

Finalmente adicionamos una fracción XII, al artículo 128
Ter, con el objetivo de considerar la práctica de la sobre-
venta dentro del catálogo de gravedad, que se cometen
contra la sociedad, dañando la economía del ciudadano.

Para mayor, entendimiento de lo anteriormente ex-
puesto, se presenta los siguientes cuadros comparati-
vos, que explica las propuestas de modificación.
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Por lo expuesto y fundado, someto a consideración de
esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un párrafo primero
y se reforma el párrafo segundo, recorriéndose los
subsecuentes, del artículo 52, se deroga el artículo
52 bis y se adiciona una fracción XX al artículo 98
todos de la Ley de Aviación Civil; se adiciona un se-
gundo párrafo al artículo 43, recorriéndose los sub-
secuentes, se reforma el artículo 128 y se adiciona
una fracción XII al artículo 128 Ter de la Ley Fe-
deral de Protección al Consumidor, en materia so-
breventa de boletos en transporte aéreo.

Primero. - Se adiciona un párrafo primero y se refor-
ma el párrafo segundo, recorriéndose los subsecuen-
tes, del artículo 52; se deroga el artículo 52 Bis, se adi-
ciona una fracción XX al artículo 78, todos de la Ley
de Aviación Civil, para quedar como sigue:

Artículo 52. Los concesionarios o permisionarios
de transporte aéreo se abstendrán de expedir bole-
tos en exceso a la capacidad disponible de la aero-
nave o la sobreventa de asientos. La aerolínea esta-
rá obligada a garantizar un asiento asignado a cada
pasajero que cuente con un boleto válido.

Cuando se expidan boletos en exceso a la capacidad
disponible de la aeronave y se tenga por consecuencia
la denegación del embarque, el propio concesionario o
permisionario, a elección del pasajero, deberá:

I. …

II. …

III. …

…

Artículo 52. Bis. …

Se Deroga

Artículo 87….

I. a XIX. …

XX. La expedición de boletos en exceso a la capa-
cidad disponible de la aeronave y se tenga por con-
secuencia la denegación del embarque, multa de
dos mil a diez mil Unidades de Medida y Actuali-
zación;

Segundo. - Se adiciona un segundo párrafo al artículo
43, recorriéndose los subsecuentes, un párrafo segun-
do al artículo 50; se reforma el artículo 128, una frac-
ción XII al artículo 128 TER y de la Ley Federal de
Protección al Consumidor, para quedar como sigue:

Artículo 43.- …

Tratándose del servicio del servicio de transporte
aéreo, la expedición, emisión o comercialización de
un boleto, pasaje o ticket de viaje por parte del pro-
veedor, constituye la acreditación jurídica irrefuta-
ble de la existencia y disponibilidad real del asiento
asignado o del espacio en la aeronave para el vuelo
contratado. Los concesionarios o permisionarios de
transporte aéreo se abstendrán de simular de dis-
ponibilidad de boletos mediante prácticas de sobre-
venta o comercialización de pasajes en exceso de
capacidad física de la aeronave.

…

…

Artículo 128.- Las infracciones a lo dispuesto por los
artículos 7, 8, 10, 10 Bis, 12, 43, 44, 63, 63 Bis, 63 Ter,
63 Quintus, 65, 65 Bis, 65 Bis 1, 65 Bis 2, 65 Bis 3, 65
Bis 4, 65 Bis 5, 65 Bis 6, 65 Bis 7, 66, 73, 73 Bis, 73
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Ter, 73 Quáter, 73 Quintus, 74, 76 Bis, 80, 86 Bis, 87,
87 Ter, 92, 92 Ter, 98 Bis, y 121 serán sancionadas con
multa de $1,093.02 a $4,274,960.73.

Artículo 128 Ter. - …

I. a XI. …

XII. Las prácticas de comercialización, expedi-
ción o venta de pasajes que excedan la capacidad
física o técnica de los asientos disponibles de las
aeronaves en el servicio de transporte aéreo, in-
curriendo con ello en la negativa del servicio o el
impedimento de abordaje al consumidor que po-
sea un boleto válido.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Profeco (2026).
https://www.facebook.com/ProfecoOficial/posts/durante-el-pro-
grama-de-verificaci%C3%B3n-y-vigilancia-vacacional-y-
tur%C3%ADstico-2026-la-/1504861371669540/

2 https://www.informador.mx/mexico/Aerolineas-sobrevenden-
hasta-5-de-los-boletos-20250526-0079.html

Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 7 de octubre de 2026.

Diputada Alma Marina Vitela Rodríguez (rúbrica)

QUE REFORMA EL PRIMER Y TERCER PÁRRAFOS DEL ARTÍ-
CULO 72, EL PRIMER PÁRRAFO, LOS NUMERALES I, II Y III
DEL ARTÍCULO 73, EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO
113; ADICIONA UN PÁRRAFO AL NUMERAL I DEL ARTÍCU-
LO 73 Y AL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 113, RE-
CORRIÉNDOSE EL SUBSECUENTE, DE LA LEY GENERAL DE
SALUD, EN MATERIA DE ATENCIÓN A LA SALUD MENTAL Y
ADICCIONES, A CARGO DE LA DIPUTADA ALMA MARINA
VITELA RODRÍGUEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE
MORENA

La suscrita, diputada Alma Marina Vitela Rodríguez,
integrante del Grupo Parlamentario de Morena, en ejer-
cicio de la facultad consagrada en el artículo 71, frac-
ción II de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como en la fracción I del artículo
77 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete
a consideración de esta asamblea la iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforma el primer y
tercer párrafo del artículo 72, el primer párrafo, el
numeral I, II y III del artículo 73, el primer párra-
fo del artículo 113, se adiciona un párrafo al nume-
ral I del artículo 73 y al segundo párrafo del artícu-
lo 113, recorriéndose el subsecuente, todos de la Ley
General de Salud, en materia de atención a la salud
mental y adicciones, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Los problemas de salud mental y adicciones están ca-
da vez más presentes entre la población. La Organiza-
ción Mundial de la Salud (OMS), indica que las afec-
taciones a la salud mental “comprenden trastornos
mentales y discapacidades psicosociales, así como
otros estados mentales asociados a un alto grado de
angustia, discapacidad funcional y riego de conductas
autolesivas o de agresividad.”1

En todo el mundo, uno de cada siete jóvenes de entre
10 y 19 años padece algún tipo de trastorno mental, lo
que representa 15 por ciento de la carga mundial2 de
morbimortalidad para este grupo etario. Los cambios
repentinos e inesperados del estado de ánimo impactan
en 1.3 por ciento, mientras que 2.2. por ciento de los
adolescentes entre 10 y 19 años tienen trastornos de
déficit de atención, un exceso de actividad y conduc-
tas impulsivas, destructivas o desafiantes.

La Organización Mundial de la Salud, documenta co-
mo estos trastornos de comportamiento interfieren en

Miércoles 7 de octubre de 2026 Gaceta Parlamentaria39



su desarrollo y en su rendimiento académico, aumen-
tando el riesgo de incurrir en actos ilícitos.

Según la OMS, un trastorno mental se caracteriza por
una alteración clínicamente significativa de la cognición,
la regulación de las emociones o el comportamiento de
un individuo. Los problemas de salud mental más co-
munes en la infancia y adolescencia son: depresión, an-
siedad, Trastorno por Déficit de Atención e Hiperactivi-
dad (TDAH) y el consumo de sustancias psicoactivas.

Los problemas de salud mental se consideran aún más
perjudicial, ya que padecer estos problemas pueden
restringir el potencial y desarrollo de capacidades de
niñas, niños y adolescentes.

Por otra parte, se encuentran los problemas de adic-
ciones, situación que es un gran peligro para la socie-
dad, ya que si el consumo de Alcohol, tabaco y drogas
psicoactivas provocaba cada año más de 10 millones
de muertes a nivel mundial; el uso desmedido de tec-
nologías, el internet y las redes sociales, agrava los
trastornos debidos a comportamientos adictivos no
químicos como son: incremento en los niveles de an-
siedad, depresión, trastornos de sueño y baja autoesti-
ma en población de entre 12 a 25 años.

En México, ambos problemas de salud representan
uno de los mayores desafíos de salud pública, ya que
comienzan a coexistir o se ven agravados por la vio-
lencia, el estrés económico y el impacto posterior a la
pandemia por Covid-19.

El panorama de la salud mental en nuestro país es el
siguiente:

Ansiedad ocupa 52.8 por ciento y la depresión 25.2
por ciento, siendo las condiciones preocupantes.
Además, cerca de 31 por ciento de los adolescentes
mexicanos, entre 12 y 19 años, manifiestan sentirse
ansioso o con Trastornos de Conducta por Déficit
de Atención e Hiperactividad.3

En México, los datos más recientes del Instituto Na-
cional de Estadística y Geografía (INEGI) indican que
en 2023 se registraron 8,837 suicidios, lo que repre-
senta el 1.1 por ciento del total de muertes en el país.
La tasa nacional fue de 6.8 suicidios por cada 100,000
habitantes siendo más alta en hombres (11.4) que en
mujeres (2.5)4

Aunque, no todos los suicidios se atribuyen exclusiva-
mente a trastornos mentales, la salud mental es un fac-
tor determinante. De acuerdo con datos de la Univer-
sidad Nacional Autónoma de México (UNAM), al
menos 50 por ciento de los intentos de suicidio en la
población de entre10 y 34 años, se debieron a:

- Trastornos psicóticos,

- Ataques de pánico,

- Depresión,

- Ansiedad,

- Ruptura de pareja, enfermedades crónicas termi-
nales

- Pérdida de empleo o estatus económico.5

En nuestro país, desde el año 2000, se ha registrado un
incremento de problemas de salud mental en niñas, ni-
ños y adolescentes. De acuerdo con datos del Censo
2020 publicado por el INEGI, en 2020 había 504 mil
niñas, niños y adolescentes con algún trastorno men-
tal, lo que representaba 1.3 por ciento de la población
nacional de entre 0 y 17 años.6 Por otra parte, en el re-
porte sobre las Estadísticas a propósito del día mun-
dial para la prevención del suicidio, del INEGI, se re-
portó que las muertes por lesiones autoinfligidas en
niñas, niños y adolescentes de 10 a 17 años es de 10
por ciento frente a un 46 por ciento en el grupo de 30
a 59 años.7

Por su parte, en 2022 la asociación Mundial de la Sa-
lud alertó que uno de cada siete jóvenes entre 10 y 19
años padece algún tipo de trastorno mental8 siendo la
depresión y la ansiedad los trastornos más frecuentes.

Ante esta difícil situación para niñas, niños y adoles-
centes, es necesario que las instituciones de salud rea-
licen intervenciones de atención a la salud mental en
coordinación con las escuelas, para orientar y enseñar
alternativas a las conductas de riesgo, desarrollar resi-
liencia ante las situaciones difíciles y promover los en-
tornos y las relaciones sociales y escolares saludables.

La escuela, como una comunidad escolar, ejerce un
papel fundamental en las y los jóvenes y es también un
espacio en donde se puede impulsar y propiciar las
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condiciones para que la población estudiantil se des-
arrolle de manera sana.

Por otra parte, en relación con las adicciones, el con-
sumo de las drogas ilícitas y licitas ha cambiado drás-
ticamente en México, transitando de las sustancias tra-
dicionales a los estimulantes sintéticos. Las
metanfetaminas y en general los estimulantes Tipo An-
fetamínico (ETA), son la principal causa de tratamien-
to médico en el país, acaparando casi el 49 por ciento
de la demanda de los Centros de Salud, su impacto e
ingresos hospitalarios asociados crecieron más de un
200 por ciento en el último lustro. Hasta enero de
2023, 35.6 millones de personas han recibido servicios
de prevención y atención a través de la Estrategia Na-
cional de Prevención de Adicciones (ENPA).9

De manera particular, los trastornos debidos a com-
portamientos adictivos no químicos también presentan
un incremento en México. Se estima que 2 de cada 3
niños, niñas y adolescentes están conectados de forma
activa en redes sociales. Cerca de 16.5 millones de
menores entre 6 y 17 años están en plataformas afec-
tando el bienestar de las infancias.10

De manera muy particular, es de mayor preocupación
como ambas enfermedades se manifiestan o asocian
con otras condiciones de salud mental, como las ocurri-
das en últimos hechos lamentables al interior del país.

El 30 de septiembre, un estudiante de aproximada-
mente 13 años, entró armado con cuchillos a una se-
cundaria en Querétaro, en donde agredió a 4 estudian-
tes, hasta el momento, se desconocía

El 01 de octubre, en Torreón, Coahuila, dos exalumnos
asesinaron a la subdirectora de la escuela No. 13 y de-
jaron otros cuatro heridos. Iban armados con machetes
y previamente habían compartido fotografías explici-
tas de armas y la vestimenta que utilizaron para el ata-
que.11.

Ambos casos, nos muestran como el uso problemático
de dispositivos y plataformas agrava los problemas de
salud mental y de adicciones que se encadenan con
problemas asociados al ámbito familiar, personal, es-
colar o laboral dependiendo la edad.

Ante este contexto la presente iniciativa tiene como
objeto proponer precisar los conceptos de salud men-

tal y adicciones en la Ley General de Salud, con la fi-
nalidad de prevenir, detectar y en su caso atender am-
bas enfermedades, desde una perspectiva de igualdad
sustantiva, frente a situaciones actuales muy comple-
jas como los entornos digitales.

Otra propuesta que contiene la presente iniciativa es
que la Ley General de Salud en coordinación con la
Secretaría de Educación, impulse la presencia de per-
sonas prestadoras de servicio social, en la rama de psi-
cología para apoyar el trabajo de prevención y aten-
ción a los problemas de salud mental en los
estudiantes de preescolar, primaria, secundaria y nivel
medio superior.

Con esta iniciativa, se cumple con el punto 27 de los
100 pasos para la Transformación, emitidos por la pre-
sidenta Claudia Sheinbaum, que enfatiza la importan-
cia de la salud mental para alumnos de educación bá-
sica.12

También es una base sólida para la Estrategia Nacional
de Atención a la Salud Mental para las y los jóvenes
“El ABCD de las emociones”13. Anunciada por la pre-
sidenta de México, la Dra. Claudia Sheimbaum Pardo.

En este sentido, la presente iniciativa propone, refor-
ma el primer y tercer párrafo del artículo 72, el primer
párrafo, el numeral I, II y III del artículo 73, el primer
párrafo del artículo 113, se adiciona un párrafo al nu-
meral I del artículo 73 y al segundo párrafo del artícu-
lo 113, recorriéndose el subsecuente, todos de la Ley
General de Salud, en materia de atención a la salud
mental y adicciones.

La reforma al primer y tercer párrafo del artículo 72 se
propone con el objeto de reforzar la conceptualización
de la Salud Mental, para que sea vista desde un princi-
pio de igualdad sustantiva, no sólo de igualdad, am-
pliando la posibilidad de una política pública que con-
temple las diferencias entre la sociedad desde una
perspectiva igualitaria.

La reforma al tercer párrafo del artículo en comento,
tienen como finalidad establecer los entornos físicos
como digitales tanto para la salud mental como para
las adicciones.

La reforma al primer párrafo del artículo 73, tiene co-
mo objetivo establecer que los programas y servicios
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en materia de salud mental y adicciones deben ser
transversales lo que significa que deben abordarse de
forma integrada, y coordinada en todos los ámbitos de
la sociedad, y no solo como un problema que debe tra-
tar el sistema de salud. Se trata de reconocer que el
bienestar emocional y psicológico de las personas está
influenciado por diversos factores y que no se limita a
un diagnóstico o tratamiento médico.

La reforma al numeral I, II y III, al artículo 43 de la ley
en comento, tiene como finalidad agregar las acciones
de prevención, detección y el cuidado de la salud men-
tal, con el objetivo de promover activamente la salud
mental y prevenir problemas antes de que surjan, ade-
más de tratar los trastornos, que pueden derivar en he-
chos tan lamentables como el suicidio, la depresión o
las conductas violentas.

La reforma al primer párrafo del artículo 113, tiene co-
mo finalidad incorporar la salud mental como parte de
los programas de educación para la salud ya que, de-
bido a la importancia del bienestar mental, se propone
sumarla a la par de aquellos orientados a la alimenta-
ción nutritiva y la activación física. Incluir la Salud
mental es garantizar el acceso equitativo a los servi-
cios de bienestar psicológico para todos y así poder re-
conocer señales de alerta en los estudiantes, y propor-
cionar servicios de asesoramiento y apoyo.

La adición al segundo párrafo del numeral I del artí-
culo 73, tienen como objeto establecer la coordinación
de la Secretaría de Salud con las autoridades compe-
tentes para contar con practicantes y prestadores de
servicio social en el área de psicología en las escuelas
de educación básica, con ello cumplir con una cober-
tura más amplia de la que se tendría sólo con personal
de salud.

La adición del segundo párrafo del artículo 113, reco-
rriéndose la subsecuente, pretende especificar que,
dentro de la coordinación con la Secretaría de Educa-
ción Pública, la Secretaría de Salud podrá reforzar la
cobertura de practicantes y prestadores de servicio so-
cial en el área de psicología en las escuelas de educa-
ción básica, para cumplir con una atención más amplia
de la que se tendría sólo con personal de salud.

Cabe mencionar que el practicante o pasante de psico-
logía al igual que los profesionales en psicología,
atienden de manera profesional con técnicas de inter-

vención para que puedan estar en contacto constante y
directo con los alumnos que presenten alguna condi-
ción que sea necesaria tratar y dar puntual seguimien-
to, incluso actuar en casos de emergencias.

Es importante mencionar que los objetivos de la de-
tección temprana permiten identificar oportunamente
factores, situaciones y conductas de riesgo en los indi-
viduos y la comunidad escolar relacionados con los
trastornos mentales que pueden terminar en suicidios.
Detectar señales de alerta en niños, niñas, jóvenes o
adolescentes que puedan estar en riesgo de usar sus-
tancias psicoactivas y consumo de alcohol, además de
desarrollar protocolos y procesos de apoyo para brin-
dar respuestas adecuadas a las necesidades de los es-
tudiantes.

La participación de la persona profesional en psicolo-
gía es fundamental ya que son los profesionistas capa-
citados para ayudar a las y los maestros a comprender
los fundamentos psicológicos del aprendizaje y a in-
tervenir para mejorar las relaciones sociales en las pri-
meras etapas de vida, para detectar y prevenir efectos
socioeducativos, las discapacidades e inadaptaciones
funcionales, psíquicas y sociales.

Lo anterior, debido a que abordar los trastornos de sa-
lud mental en las niñas, niños, y adolescentes, es fun-
damental porque prioriza las soluciones no farmacoló-
gicas y respeta los derechos humanos de los niños,
niñas, jóvenes y adolescentes establecidos en la Con-
vención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de
las niñas y niños y otros instrumentos en materia de
Derechos Humanos.

Reiteramos, que es primordial que las escuelas tengan
a un especialista en cada uno de los planteles, que es-
té en cercanía y tenga pleno conocimiento sobre el en-
torno de niñas, niños y adolescentes con el propósito
de brindar una atención inmediata.

La participación de la persona profesional en psicolo-
gía es fundamental ya que son los profesionistas capa-
citados para ayudar a las y los maestros a comprender
los fundamentos psicológicos del aprendizaje y a in-
tervenir para mejorar las relaciones sociales en las pri-
meras etapas de vida, para detectar y prevenir efectos
socioeducativos, las discapacidades e inadaptaciones
funcionales, psíquicas y sociales.14
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Lo anterior debido a que abordar los trastornos de sa-
lud mental en los adolescentes, es fundamental porque
prioriza las soluciones no farmacológicas y respeta los
derechos humanos de los niños establecidos en la Con-
vención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de
las niñas y niños y otros instrumentos en materia de
Derechos Humanos.

Reiteramos, que es primordial que las escuelas tengan
a un especialista en cada uno de los planteles, que es-
té en cercanía y tenga pleno conocimiento sobre el en-
torno de niñas, niños y adolescentes con el propósito
de brindar una atención inmediata.

Para mayor claridad se presenta el siguiente cuadro
comparativo de las propuestas de modificación:
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Por lo expuesto y fundado, someto a consideración de
esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que reforma el primer y tercer pá-
rrafo del artículo 72, el primer párrafo, el numeral
I, II y III del artículo 73, el primer párrafo del ar-
tículo 113, se adiciona un párrafo al numeral I del
artículo 73 y al segundo párrafo del artículo 113,
recorriéndose el subsecuente, todos de la Ley Ge-
neral de Salud, en materia de atención a la salud
mental y adicciones

Único. Se reforma el primer y tercer párrafo del artí-
culo 72, el primer párrafo, el numeral I, II y III del ar-
tículo 73, el primer párrafo del artículo 113, se adicio-
na un párrafo al numeral I del artículo 73 y al segundo
párrafo del artículo 113, recorriéndose el subsecuente,
todos de la Ley General de Salud, en materia de aten-
ción a la salud mental y adicciones, para quedar como
sigue:

Artículo 72.- La salud mental y la prevención de las
adicciones tendrán carácter prioritario dentro de las
políticas de salud y deberán brindarse conforme a lo

establecido en la Constitución y en los tratados inter-
nacionales en materia de derechos humanos. El Estado
garantizará el acceso universal en condiciones des-
igualdad sustantiva y equidad a la atención de la sa-
lud mental y de las adicciones a las personas en el te-
rritorio nacional.

…

Para los efectos de esta ley, se entiende por salud men-
tal un estado de bienestar físico, mental, emocional y
social determinado por la interacción, en entornos fí-
sicos o digitales, del individuo con la sociedad y vin-
culado al ejercicio pleno de los derechos humanos; y
por adicción a la enfermedad física y psico-emocional
que crea una dependencia o necesidad hacia una sus-
tancia, relación o actividad en entornos físicos o digi-
tales.

Artículo 73.- Los servicios y programas en materia de
salud mental, y adicciones deberán privilegiar la aten-
ción comunitaria, integral, interdisciplinaria, intercul-
tural, intersectorial, transversal, con perspectiva de
género y participativa de las personas desde el primer
nivel de atención y los hospitales generales.

…

I. El desarrollo de actividades educativas, sociocul-
turales y recreativas con carácter permanente que
contribuyan a la prevención, detección y atención
de la salud mental y a la prevención de adicciones,
preferentemente a grupos en situación de vulnerabi-
lidad y hacia conductas autolesivas o de riesgo.

Para las actividades educativas, la Secretaría, en
coordinación con las autoridades competentes,
podrá contar con la prestación del servicio social
en el área de piscología en las escuelas de educa-
ción básica;

II. La difusión de las orientaciones para la promo-
ción de la salud mental, así como el conocimiento,
detección, prevención y atención de los trastornos
mentales y por consumo de sustancias psicoactivas,
y de adicciones;

III. La realización de programas para la preven-
ción, detección y control del uso de sustancias psi-
coactivas y de adicciones;
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…

…

…

…

…

…

…

…

…

Artículo 113. La Secretaría de Salud, en coordinación con
la Secretaría de Educación Pública y los gobiernos de las
entidades federativas, y con la colaboración de las depen-
dencias y entidades del sector salud, formulará, propondrá
y desarrollará programas de educación para la salud, entre
otros, aquellos orientados a la salud mental, la alimenta-
ción nutritiva, suficiente y de calidad y a la activación fí-
sica, procurando optimizar los recursos y alcanzar una co-
bertura total de la población. Así como, llevar a cabo la
detección y seguimiento de peso, talla e índice de masa
corporal, en los centros escolares de educación básica.

Tratándose del programa de educación para la sa-
lud mental, la Secretaría, en coordinación con las
autoridades competentes, establecerá mecanismos
para contar obligatoriamente con personas presta-
doras de servicio social en el área de piscología en
todas las escuelas de educación básica y tendrá co-
mo finalidad prevenir, detectar y atender los pro-
blemas de salud mental de los educandos.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 https://www.who.int/es/health-topics/mental-health#tab=tab_2

2 https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/adoles-
cent-mental-health

3 https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/949747/04_
DATOS_SM_2024.pdf

4 https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposi-
to/2024/EAP_Suicidio24.pdf

5 https://www.gaceta.unam.mx/aumentan-suicidios-en-mexico/

6 https://www.inegi.org.mx/programas/ccpv/2020/

7 https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposi-
to/2020/suicidios2020_Nal.docx

8 https://www.gob.mx/sipinna/articulos/estadisticas-aportan-infor-
macion-para-tratar-la-salud-mental-de-ninas-ninos-y-adolescentes

9 https://www.gob.mx/salud/es/articulos/35-6-millones-de-perso-
nas-en-mexico-han-recibido-servicios-de-prevencion-y-atencion-
en-adicciones-340666

10 https://centralelectoral.ine.mx/2026/08/26/uso-problematico-
redes-sociales/

11 https://elpais.com/mexico/2026-10-02/dos-ataques-con-arma-
blanca-en-secundarias-de-mexico-en-dos-dias.html

12 https://claudiasheinbaumpardo.mx/wp-content/uplo-
ads/2024/03/CSP100.pdf

13 https://www.gob.mx/presidencia/prensa/presidenta-presenta-
los-6-ejes-de-la-estrategia-nacional-de-atencion-a-la-salud-men-
tal-para-las-y-los-jovenes-el-abc-de-las-emociones

14 https://www.papelesdelpsicologo.es/resumen?pii=690#:~:text
=El%20profesional%20de%20la%20psicolog%C3%ADa%20par-
ticipa%20en%20la%20atenci%C3%B3n%20educativa,inadapta-
ciones%20funcionales%2C%20ps%C3%ADquicas%20y%20so-
ciales.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 7 de octubre de 2026.

Diputada Alma Marina Vitela Rodríguez (rúbrica)
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QUE REFORMA EL PÁRRAFO OCTAVO DEL ARTÍCULO 3O. Y
ADICIONA UNA FRACCIÓN XV CON DOS PÁRRAFOS AL
APARTADO B DEL ARTÍCULO 123 DE LA CONSTITUCIÓN
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MA-
TERIA DE DERECHOS LABORALES DE LAS MAESTRAS Y LOS
MAESTROS, A CARGO DE LA DIPUTADA ROSALINDA SAVA-
LA DÍAZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

La que suscribe, diputada Rosalinda Savala Díaz, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena a la LVI
Legislatura con fundamento en el artículo 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y en los artículos 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados presento ante esta sobera-
nía iniciativa con proyecto de decreto por el que se
propone reformar el párrafo octavo del artículo 3o. y
adicionar una fracción XV con dos párrafos al Aparta-
do B del artículo 123 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, en materia de derechos la-
borales de las maestras y los maestros al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

La llamada contrarreforma educativa de 2013, intro-
dujo una serie de cambios de rango constitucional,
dentro del artículo 3o., la regulación de la carrera do-
cente, supeditando la estabilidad laboral a evaluacio-
nes de desempeño, un modelo educativo que a la pos-
tre significo más que una reforma educativa, un
sistema de acoso laboral que se impuso al magisterio
nacional, ya que se utilizó más como un medio de con-
trol laboral y político dentro y fuera del gremio ma-
gisterial, que proveyó al gobierno federal de una po-
derosa herramienta de control sindical de las y los
maestros.

Posteriormente, en el año 2019 el gobierno del presi-
dente Andrés Manuel López Obrador, se logró rever-
tirla mediante una verdadera reforma educativa que
eliminó el carácter punitivo de dichas evaluaciones,
los procesos de ingreso y promoción, ahora gestiona-
dos por USICAMM, pese a ello, se ha mantenido al
magisterio bajo un régimen de excepción que limita el
ejercicio pleno de sus derechos laborales, al tratarlos
como personal de confianza o técnico-profesional y no
como trabajadores al servicio del Estado.

En el artículo 3o. pese a los claros avances logrados
hacia la excelencia educativa y el interés superior de

las niñas y los niños, se observa que persiste un enfo-
que que es contradictorio al haber insertado en el, re-
glas de selección de personal, al mezclar principios
educativos con normas que debieran considerarse co-
mo derechos laborales de las y los trabajadores de la
educación, lo que sigue generando inseguridades jurí-
dicas.

Por otro lado, consideramos que siendo el artículo
123o., Apartado B, el que establece, como es de todos
conocido, los principios de estabilidad, escalafón, in-
amovilidad y seguridad social para los trabajadores del
Estado, es en el dónde se debieran albergar dichos de-
rechos del gremio educativo nacional.

Trasladar los principios de la selección de maestros al
artículo 123o. garantizaría que la admisión y promoción
se rijan por normas claras de contratación y escalafón,
protegiendo al docente contra despidos injustificados y
arbitrariedades administrativas, lo cual redundaría en la
estabilidad laboral y la dignidad docente.

Con ello se conseguiría decididamente con una reva-
lorización Magisterial ya que se les consideraría como
agentes fundamentales de la transformación social. Su
ingreso no debe depender de instrumentos técnicos es-
tandarizados, sino de un sistema integral que reconoz-
ca su formación inicial, conocimientos, aptitudes y ex-
periencia, tal como se contempla en la regulación
burocrática.

La regulación actual del Sistema para la Carrera de
las Maestras y los Maestros (SICAMM) funciona ver-
daderamente como un régimen especial que excluye a
los docentes de las protecciones generales de los tra-
bajadores del Estado, al pasar a formar parte del artí-
culo 123º de la Constitución, consideramos que les de-
vuelve la equidad en el trato laboral y permitiría hacer
la corrección de este régimen de excepción que persis-
te hasta nuestros días.

También consideramos que los procesos de selección
deben ser públicos, transparentes e imparciales, pero
fundamentados en la Ley Federal de los Trabajadores
al Servicio del Estado, garantizando una verdadera ca-
rrera profesional y no solo una certificación.

Se propone añadir una fracción XV al artículo 123 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos para que la admisión, promoción y reconocimiento
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en los procesos de selección del personal docente, di-
rectivo o de supervisión se realicen bajo los principios
de estabilidad laboral, antigüedad, mérito y formación
profesional conforme a las leyes de la materia.

Los procesos de selección serán públicos, transparen-
tes, equitativos e imparciales, considerarán los conoci-
mientos, aptitudes y experiencia para el aprendizaje y
el desarrollo integral de los educandos.

La verdadera revalorización magisterial no puede darse
sin la plena garantía de sus derechos laborales. Pasar el
proceso de selección del artículo 3o. al 123o. es un ac-
to de justicia social que alinea la normativa constitucio-
nal con los principios de dignidad y estabilidad laboral,
consolidando al magisterio como trabajadores del Esta-
do con pleno goce de sus derechos constitucionales.

Para mayor entendimiento de la presente propuesta se
incluye el siguiente cuadro comparativo:

En razón de lo anteriormente expuesto se propone el
siguiente proyecto de 

Decreto

Único. –Se reforma el párrafo octavo del artículo 3o.
y se adiciona una fracción XV con dos párrafos al
Apartado B del artículo 123 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos para quedar co-
mo sigue:

Artículo 3. …

…

…

…

…

…

…

A las instituciones a las que se refiere la fracción VII
de este artículo no les serán aplicables las disposicio-
nes del párrafo anterior.

…

Artículo 123. …

A. …

B. …

I a XIV. …

XV. La admisión, promoción y reconocimiento
en los procesos de selección del personal docen-
te, directivo o de supervisión se regirán bajo los
principios de estabilidad laboral, antigüedad,
mérito y formación profesional conforme a las
leyes de la materia.

Los procesos de selección serán públicos, transparen-
tes, equitativos e imparciales, considerarán los cono-
cimientos, aptitudes y experiencia para el aprendiza-
je y el desarrollo integral de los educandos.
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…

Transitorios

Primero.- El presente decreto entrará en vigor a partir
del primero de enero de 2027.

Segundo. - El Congreso de la Unión tendrá un plazo
de 180 días a partir de su entrada en vigor para adecuar
la legislación secundaria al contenido según lo dis-
puesto en el presente decreto.

Tercero.- Los procesos de selección iniciados previa-
mente a la entrada en vigor del presente decreto se re-
girán bajo las normas jurídicas anteriores.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 7 de octubre de 2026.

Diputada Rosalinda Savala Díaz (rúbrica)
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